DERECHO FISCAL. TEMA 23.

OPERACIONES SOCIETARIAS. HECHO IMPONIBLE. SUJETO PASIVO. BASE IMPONIBLE. CUOTA. EL IMPUESTO EN LA DISOLUCIÓN DE SOCIEDADES Y EN OTROS SUPUESTOS DE DEVOLUCIÓN DE APORTACIONES. ACTOS O SITUACIONES FISCALMENTE ASIMILADOS A LA SOCIEDAD. RÉGIMEN FISCAL DE LA SOCIEDAD CONYUGAL.

I. OPERACIONES SOCIETARIAS: HECHO IMPONIBLE.

a) la constitución y aumento de capital.

Se trata de operaciones sociales típicas, mediante las que se verifican, de manera ordinaria, las transferencias patrimoniales entre las sociedades y sus socios.

b) la reducción de capital.

Queda sujeta a la modalidad de OS en todo caso, aunque carezca de base imponible por no proceder devolución de aportaciones a los socios. Destacar:

-La reducción de capital por condonación de dividendos pasivos, queda sujeta a OS, si bien carece de base imponible, por lo que su tributación es nula, según la doctrina mayoritaria.

-La reducción de capital para compensar pérdidas, supone un acto sujeto pero desprovisto de base imponible pues no hay entrega de bienes a los socios.

-La disminución de capital para dotar reservas legales o voluntarias merecen el mismo comentario que el supuesto anterior: constituye hecho imponible del impuesto, pero su base imponible es nula, por no verificarse desplazamiento patrimonial alguno de la sociedad a los socios.

En el supuesto denominado de "capital autorizado", según jurisprudencia dominante, la simple delegación de la junta en el órgano de administración no supone un acto sujeto, debiendo tributar cuando el órgano de administración, en el ejercicio de la delegación concedida lleva a efecto el aumento.

c) la fusión y escisión.

La fusión comprende junto a los supuestos ordinarios de fusión, la llamada fusión económica o traspaso en bloque del patrimonio global de una sociedad íntegramente participada por otra  la sociedad que, en consecuencia, desde el punto de vista fiscal, tributa por el concepto de fusión y no por el de disolución.

La escisión puede ser total o parcial. Se equipara a la escisión a efectos de impuesto, la aportación no dineraria de una rama de actividad.

d) la disolución.

Dos observaciones:

-La reactivación de la sociedad en trámites de disolución, no parece que pueda implicar acto alguno sujeto a la modalidad de OS.

-En los supuestos de disolución sin restitución de aportaciones, nos encontraremos ante un acto sujeto, pero carente de base imponible, de forma análoga a lo expuesto para la reducción de capital.

e) las aportaciones para reponer pérdidas sociales.

La ley 29/1991, introdujo su sujeción a la modalidad de OS, aunque no impliquen propiamente ningún acto societario.

f) los traslados a España de la sede de dirección efectiva o del domicilio social.

Aquí es preciso distinguir:

-Que la sede de dirección efectiva y el domicilio social no estuviesen situados en un Estado Comunitario, en cuyo caso tributa el traslado en todo caso.

-Que la sede de dirección efectiva o el domicilio estuviesen situados en un Estado Comunitario. En este supuesto, sólo tributará cuando ninguno de dichos Estados gravara la entidad por un impuesto similar.

g) las sucursales y establecimientos permanentes de sociedades extranjeras.

El artículo 20, sujeta a gravamen las operaciones de su tráfico realizadas por entidades extranjeras en España mediante sucursales o establecimientos permanentes.

II. SUJETO PASIVO.

a) en la disolución y disminución del capital social: los socios, copropietarios, comuneros o partícipes de los bienes y derechos recibidos.

b) en todos los demás supuestos: la sociedad.

Serán subsidiariamente responsables del pago del impuesto, los promotores, administradores o liquidadores de la sociedad que hayan intervenido en el acto gravado por el impuesto, siempre que se hubiesen hecho cargo de capital o entregado los bienes.

III. BASE IMPONIBLE.

a) la base imponible en la constitución y aumento de capital.

Tenemos que distinguir según se trate de entidades que limiten la responsabilidad de sus miembros o no.

-En las entidades que limiten la responsabilidad de los socios: la base imponible será el importe nominal del capital de constitución o el objeto de ampliación, con adición en su caso de las primas de emisión.

-En las entidades que no limiten la responsabilidad de los socios: la base imponible está constituida por el valor neto de la aportación, considerándose  como tal, el valor real de los bienes y derechos aportados, minorado por las cargas y gastos que fuesen deducibles y por el valor de las deudas que queden a cargo de la sociedad con motivo de la aportación, por lo que si que cabe comprobación de valores, a diferencia del supuesto anterior.

b) la base imponible en las aportaciones para reponer pérdidas.

Está integrada en todo caso por el valor neto de los bienes y derechos aportados.

c) la base imponible en los traslados de la sede de dirección efectiva o de domicilio social.

Está constituida por el haber líquido de la sociedad el día de la adopción del acuerdo.

d) la base imponible en la escisión y fusión de sociedades.

Está constituida por la cifra del capital social del nuevo ente creado o por el aumento de capital de la sociedad absorbente, con adición, en su caso, de las primas de emisión.

e) la base imponible en la reducción de capital y en la disolución.

En estos casos, la base imponible es el valor real de los bienes y derechos entregados a los socios con ocasión del acto sujeto, sin deducción de deudas y gastos. Hemos de precisar lo siguiente:

1º. En aquellos casos de reducción en que no media entrega de bienes o derechos, estaremos en presencia de un acto sujeto pero que carece de base imponible.

2º. En los supuestos de disolución con liquidación diferida a un momento ulterior, se consideraba aplazada la liquidación hasta el momento de realizarse las entregas de bienes a los socios como consecuencia de la misma.

f) la base imponible en las sucursales y establecimientos permanentes de entidades extranjeras.

La base imponible está constituida por la parte de capital que destinen a operaciones de su tráfico en territorio español. En este sentido, el artículo 56 de reglamento, obliga a dichas entidades a consignar en el documento en que figure en acuerdo social encaminado a la realización de tales operaciones, la dotación patrimonial correspondiente. Subsidiariamente, o en caso de que la cifra indicada fuese inferior a la real, por la comprobación a tal efecto realizada por la Administración, el reglamento establece unas reglas de valoración supletorias.

Por último, la LMFAOS de diciembre 2003, introduce una DT 2ª en la ley 13/85, 25 de abril, por la que se declaran exentas del ITPyAJD, en la modalidad de OS, el traslado a España de la sede de dirección efectiva o del domicilio social, de sociedades cuya actividad y objeto exclusivo consista en la emisión de participaciones precedentes y/u otros instrumentos financieros, que estuviesen constituidas antes de la entrada en vigor de la ley 4 de julio 2003 (antes del 6 de julio).

IV. CUOTA.

El tipo impositivo es único para todo acto sujeto a la modalidad de OS y está fijado en el 1% (artículo 26 TR).

V. EL IMPUESTO EN LA DISOLUCIÓN DE SOCIEDADES Y EN OTROS SUPUESTOS DE DEVOLUCIÓN DE APORTACIONES.

1. El impuesto en la disolución de sociedades.

-Hecho imponible: la atribución patrimonial de la sociedad a los socios por sus cuotas o participaciones.

-Base imponible: el valor real de los bienes y derechos que reciban.

-Sujeto pasivo: los socios.

-Tipo impositivo: 1%.

2. Otros supuestos de devolución de aportaciones.

a) reducción del capital social, cuando suponga una transmisión patrimonial de bienes a los socios.

b) exclusión y separación de socios: en los casos en que entrañen transmisión de bienes.

c) la disolución de ciertas comunidades, a las que nos referiremos seguidamente.

VI. ACTOS O SITUACIONES FISCALMENTE ASIMILADOS A LA SOCIEDAD.

1º personas jurídicas no societarias.

El único requisito que exige la ley para sujetarlas a gravamen es que los fines que persigan sean onerosos. Por ejemplo: fondos de inversión, fondos de pensiones, etcétera.

2º los contratos de cuentas en participación.

Quedan sujetos los actos de aportación del partícipe al gestor, se realicen en el momento constitutivo del contrato o posteriormente. Los actos de afección de bienes que de su patrimonio pueda hacer el gestor, no quedan sujetos al impuesto, y tampoco deben computarse a efectos de la determinación de la base imponible de los actos sujetos (aportaciones por el partícipe), puesto que no conlleva ningún desplazamiento patrimonial.

-Base imponible: la parte del capital en que se hubiera convenido que un comerciante participe de los resultados prósperos o adversos de las operaciones.

-Sujeto pasivo: en la constitución, el socio gestor; en la extinción, el partícipe.

-Tipo: 1%.

3º la copropiedad de buques.

-Hecho imponible: se realiza desde el momento en que exista la situación de concurrencia de titularidades sobre el buque, parece que con independencia de si dicha comunidad asume la explotación del buque, constituyéndose los copropietarios en navieros, o, por el contrario el condominio no se extiende a la explotación, que se cede a un tercero, constituyéndose éste en naviero.

A este contrato se refiere el artículo 589 CCo.

-Sujeto pasivo: los copropietarios, en forma solidaria.

-Base imponible: el valor real del buque con todos sus accesorios.

-Tipo: 1%.

4º comunidad de bienes.

-Hecho imponible: la constitución, siempre que se den estos requisitos:

   -que se constituya para realizar actividades empresariales.

   -Que se constituya por acto intervivos. Por lo tanto, en principio, quedaría excluida la comunidad hereditaria. No obstante, quedará sujeta dicha comunidad hereditaria cuando los herederos continúen en régimen de indivisión, la explotación de un negocio del causante por plazo superior a tres años.

-Base imponible: el valor de los bienes objeto de la comunidad.

-Sujeto pasivo: los comuneros, en forma solidaria.

-Tipo: 1%.

VII. RÉGIMEN FISCAL DE LA SOCIEDAD CONYUGAL.

El TR declara exentas:

-Las aportaciones realizadas por los cónyuges a la sociedad conyugal. La consulta a la DGT de 17 de junio de 1999, considera que quedan sujetos al ISD, si en la aportación a la sociedad de gananciales no media contraprestación, si bien sólo en cuanto al valor de la mitad del bien aportado.

-Las adjudicaciones que a su favor y en pago de ellas se verifiquen a su disolución.

-Las transmisiones que, por tal causa, se hagan a los cónyuges en pago de su haber de gananciales.

Por su parte, el reglamento establece que no motivarán liquidación, los excesos de adjudicación declarados que resulten de las adjudicaciones de bienes que sean efecto patrimonial de la disolución del matrimonio o del cambio de su régimen económico, cuando sean consecuencia necesaria de la adjudicación a uno de los cónyuges de la vivienda habitual del matrimonio. Este precepto ha de interpretarse según la circular 8/95 de la DGT, conforme a la cual el exceso de adjudicación no está sujeto al impuesto cualquiera que sea el favorecido (también sería aplicable al régimen de separación de bienes, por ejemplo).
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IMPUESTO SOBRE ACTOS JURÍDICOS DOCUMENTADOS. ACTOS SUJETOS. EXENCIONES. BASE IMPONIBLE, SUJETO PASIVO Y CUOTA TRIBUTARIA EN LOS DOCUMENTOS NOTARIALES. IDEM EN LAS LETRAS DE CAMBIO.

I. IMPUESTO SOBRE ACTOS JURÍDICOS DOCUMENTADOS.


Constituye una de las tres modalidades que integra el ITPyAJD. A pesar de su denominación única, son tres impuestos distintos que se coordinan de la siguiente forma:

a) TPO es incompatible con OS, y viceversa.

b) sin embargo, dichos impuestos son compatibles con AJD, salvo que la propia ley declare la incompatibilidad.

II. ACTOS SUJETOS.


El ámbito de aplicación es el siguiente:

-Documentos notariales.

-Documentos mercantiles.

-Rehabilitación y transmisión de grandezas y títulos nobiliarios (esto se ha visto afectado por la LPGE de 27 de diciembre 2004).

-Anotaciones preventivas en Registros Públicos.

A) DOCUMENTOS NOTARIALES.


De acuerdo con los artículos 28 y 30 TR, se tiene que distinguir entre los derechos de cuota fija y los derechos de cuota variable o gradual.

a) derechos de cuota fija.

Quedan sujetos a este gravamen: las matrices, copias auténticas, actas notariales y testimonios. Se excluyen de gravamen las copias simples.

Se extenderán, en todo caso: o en pliegos de 0,30 €, o en folios de 0,15 €, a elección del Notario (art. 31).

b) derechos de cuota gradual.

El art. 31. 2 exige la concurrencia de una serie de requisitos:

-Primera copia de escritura o acta, por lo que no pueden quedar sujetos los testimonios y legitimaciones.

-Que tengan por objeto cantidad o cosa valuable. Conforme al artículo 30. 3, se entiende que el acto es de objeto no valuable cuando durante toda su vigencia, incluso en el momento de su extinción, no pueda determinarse en la cuantía de su base.

-Susceptible de acceso a uno de los siguientes registros con el carácter de  “numerus clausus": Registro de la Propiedad, RM, RPI. También debe entenderse incluido, según doctrina del TS, el Registro de HMPSD y el de BM.

-Que se trate de actos no sujetos a las modalidades de TPO, OS, ni al ISD. Es compatible con el IVA, por lo que las operaciones que se formalicen en documento notarial que tributen por IVA, resultan sujetas a la cuota gradual si reúnen los requisitos antes expuestos.

Tributarán además al tipo de gravamen previsto por las CCAA, y en su defecto en 0,50%.

También están sujetas a gravamen variable, las copias de actas de protesto (mediante efectos timbrados), también a 0,50%.

B) DOCUMENTOS MERCANTILES (artículo 33).

-Las letras de cambio, cualquiera que sean sus cláusulas.

-Los documentos que realicen función de giro o suplan a la letra de cambio.

-Los resguardos o certificados de depósitos transmisibles.

-Los pagarés, bonos, obligaciones y demás títulos análogos emitidos en serie por plazo no superior a 18 meses, representativos de capitales ajenos, por los que se satisfaga una contraprestación establecida por la diferencia entre el importe satisfecho por la emisión y el comprometido a reembolsar al vencimiento.

Los recibos, consten documentalmente o en soporte informático, en principio no parece que queden sujetos a AJD, puesto que no cumplen función de giro, ya que queda supeditados a la conformidad de la prestación y no constituyen título de crédito irrevocable para su tenedor. Únicamente pueden quedar sujetos, en el caso de incorporar un compromiso de pago o cláusula de aceptación que les permita cumplir una función de giro, al acreditar literalmente y con carácter autónomo el crédito.

Los cheques, únicamente tributan por el gravamen documental cuando contienen la claúsula "a la orden" o son objeto de endoso. Así pues, salvo estos supuestos específicos, no procede su tributación por AJD, quedando, en consecuencia, excluidos los cheques conformados y los cheques bancarios.

C) DOCUMENTOS ADMINISTRATIVOS.

Quedan incluidos dentro de esta categoría, no sólo los emanados de autoridades o funcionarios estrictamente administrativos, sino también por las autoridades judiciales. Este tipo de actos ha sufrido una importante reducción.

Es la legalidad vigente, sólo subsisten:

a) la rehabilitación y transmisión de grandezas y títulos nobiliarios.

b) las anotaciones preventivas que se practiquen en los registros públicos, cuando tengan por objeto un derecho o interés valuable, y no vengan ordenadas de oficio por la autoridad judicial. Quedan no sujetas las anotaciones preventivas que carezcan de contenido económico cuantificable, aunque recaigan sobre bienes o derechos que como tales son susceptibles de valoración.

III. EXENCIONES.


Conforme al artículo 45.II TR, los derechos de cuota fija de los documentos notariales no gozan de beneficios fiscales, si bien por disposición especial, si que disfrutan de esa exención los documentos notariales extendidos por los Notarios en funciones de fedatarios electorales.


En cuanto a los derechos de cuota gradual, se aplican las exenciones subjetivas en los mismos términos que los expuestos para las modalidades de TPO y OS.

En las restantes, debe destacarse:

-Las escrituras públicas que formalicen actos y contratos relacionados con las VPO.

-Los pagarés, bonos, obligaciones y demás títulos emitidos en serie, por plazo no superior a 18 meses, por los que se satisfaga una contraprestación por la diferencia entre el importe satisfecho en la emisión y el comprometido a reembolsar al vencimiento.

-Las aportaciones de bienes y derechos verificados por los cónyuges a la sociedad conyugal, las adjudicaciones hechas por ésta a los cónyuges en pago de aquéllas a la disolución de la misma, y las transmisiones que por tal causa se hagan a los cónyuges en pago de su haber de gananciales.

-La subrogación y modificación de préstamos hipotecarios a que se refiere la ley de 30 de marzo de 1994.

Destacar que tales beneficios no se aplican en ningún caso a las letras de cambio, documentos que cumplan funciones de giro, ni a los que suplan a la letra.

IV. BASE IMPONIBLE, SUJETO PASIVO Y CUOTA TRIBUTARIA EN LOS DOCUMENTOS NOTARIALES.

BASE IMPONIBLE.

El art. 30 TR, ha sido nuevamente redactado por la LMFAOS de 30 de diciembre de 2002.

a) en las primeras copias de escritura pública que tengan por objeto directo cantidad o cosa valuable: será el valor declarado, sin perjuicio de la ulterior comprobación por la Administración.

b) en los derechos reales de garantía y en las escrituras que documenten préstamos con garantía: importe de la obligación o capital garantizado, comprendiendo las sumas que se aseguren por intereses, indemnizaciones, penas por incumplimiento u otros conceptos análogos.

Si no constare expresamente el importe de la obligación garantizada, se tomará como base el capital y tres años de intereses.

c) en la posposición y mejora de rango de las hipotecas o cualquier otro derecho de garantía: la base imponible será la total responsabilidad asignada al derecho que empeore de rango.

Es la igualación de rango: la base imponible se determinará por el total importe de la responsabilidad correspondiente al derecho de garantía establecido en primer lugar.

En las ACTAS NOTARIALES, se observará lo dispuesto en el apartado anterior, salvo en las actas de protesto (en las que la base imponible será un tercio del valor nominal del efecto protestado o de la cantidad que hubiese dado lugar al protesto).

Se entenderá que el acto es de objeto no valuable cuando no pudiera determinarse la cuantía de la base. Si ésta no pudiese fijarse al celebrarse el acto, se exigirá el impuesto como si se tratase de una cosa no valuable, sin perjuicio de que la liquidación se complete cuando la cuantía que determinada.

SUJETO PASIVO.


Conforme al artículo 29 TR, el sujeto pasivo es:

-En las escrituras que documenten adquisiciones, el adquirente. En los préstamos hipotecarios se considera sujeto pasivo al prestatario, como adquirente de un préstamo.

-En las restantes, distinguiremos:

   -regla general: el otorgante que solicita el documento.

   -Regla especial: la persona a cuyo interés se expide.

CUOTA TRIBUTARIA.

a) derechos de cuantía fija: el impuesto se satisfará mediante el empleo de papel timbrado de 0,15 € el folio, o 0,30 € el pliego, a elección del Notario.

b) derechos de cuantía variable: la cuota se determinará aplicando a la base el tipo de las CCAA o, en su defecto el 0,50%. En las copias de actas de protesto, se aplica el mismo tipo, pero la cuota se satisface mediante el empleo de efectos timbrados.

V. IDEM EN LAS LETRAS DE CAMBIO.

BASE IMPONIBLE.


En las letras de cambio, como regla general, se toma como base la cantidad girada, pero cuando la letra tenga un vencimiento superior a seis meses, se exigirá el impuesto que corresponda al duplo de la base.

Si la letra de cambio correspondiente a un acto o negocio jurídico, se fraccionara en dos o más, originando una disminución del impuesto, procederá la suma de las bases respectivas, a fin de exigir la diferencia. No se considerará producido ese fraccionamiento, cuando las fechas del vencimiento difieran en más de 15 días, o cuando se hubiese pactado documentalmente el cobro mediante giros escalonados.


En los documentos que cumplen funciones de giro o sustitutivos de la letra de cambio, la base imponible se determina de igual forma que las letras, siendo de aplicación la regla de acumulación, pero excluyéndose la regla para efectos de vencimiento superior a seis meses que, en consecuencia, no ven doblada su base imponible.

SUJETO PASIVO.


Conforme al artículo 34 TR, el sujeto pasivo será el siguiente:

-Letras de cambio: el librador, salvo letras expedidas en el extranjero, en el que es sujeto pasivo el primer tenedor en España.

-Documentos de giro, resguardos de depósito, pagarés y títulos análogos emitidos en serie: el expedidor.

-Cheques objeto de endoso: el endosante, conforme al artículo 77. 2 del reglamento. Criterio acertado, pues el impuesto se devenga no con la emisión, sino con el endoso, por lo que debe reputarse emisor al endosante.

Es responsable solidario, de acuerdo con el artículo 35 TR, toda persona o entidad que intervenga en la negociación o cobro de los documentos sujetos. Responsabilidad que se extiende por tanto, a las entidades bancarias o financieras que intervengan en la negociación o cobro.

CUOTA TRIBUTARIA.


Se obtiene por aplicación de la escala prevista en el artículo 37 TR. La cuota correspondiente a las letras de cambio, se satisface mediante efectos timbrados, con dos excepciones:

-Aquéllas cuya base exceda de 192.323,87€ (32 millones de pesetas), liquidándose dicho exceso en metálico a razón de 0,0 2 euros (3 pesetas) por cada 6,01 € o fracción.

-Las letras expedidas en el extranjero deben ser objeto de reintegro por su primer tenedor en España.

La no extensión en efectos timbrados, efectos de cuantía inferior o no liquidación en metálico del exceso o letra extranjera, provoca la pérdida de fuerza ejecutiva del efecto. No obstante, el TS, en alguna sentencia dice que no pierde dicha fuerza ejecutiva, pero hay que pagar una multa administrativa.

La cuota correspondiente a los pagarés, bonos, obligaciones y demás títulos análogos sujetos, se satisface en metálico.
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OBLIGACIONES IMPUESTAS A LOS NOTARIOS EN EL REGLAMENTO DEL IMPUESTO. SANCIONES ANEJAS A SU INFRACCIÓN. ALCANCE DE LA ADVERTENCIA PRESCRITA EN EL ARTÍCULO 70. OBLIGACIONES RELATIVAS PARA DOCUMENTOS PRIVADOS.

I. OBLIGACIONES IMPUESTAS A LOS NOTARIOS EN EL REGLAMENTO DEL IMPUESTO.

La legislación del impuesto, impone a los Notarios, tres tipos de obligaciones: información, advertencia a los otorgantes, y abstención en determinados supuestos.

Los Notarios deben remitir conforme a los artículos 52 TR y 114 del reglamento, dos tipos de índices:

-De documentos autorizados. Se excluyen los actos de última voluntad, reconocimiento de hijos y los exceptuados de la presentación en el artículo 98 de reglamento, entre los que destacamos las copias de las escrituras y actas notariales que no tengan por objeto cantidad o cosa valuable; los testimonios notariales de todas clases, excepto los documentos que contengan actos sujetos al impuesto si no aparece en tales documentos la nota de pago, de exención o de no sujeción; las actas de protesto o los poderes.

-De documentos privados, a los que luego nos referimos.


Los índices deben remitirse trimestralmente, dentro de los 15 días siguientes a su vencimiento, a la oficina y liquidadora correspondiente. Además, conforme se establece en la LGT, están obligados a suministrar a la Administración Tributaria, cuantos datos y antecedentes con trascendencia tributaria solicite ésta, mediante disposiciones de carácter general o a través de requerimientos concretos. Este derecho de la administración, se concreta en obtener copias (exentas de arancel) de dichos documentos, sin más límites que los establecidos en los artículos 34 y 35 LN, y las relativas a cuestiones matrimoniales, con excepción de las referentes al régimen económico matrimonial, además de las ya señaladas del artículo 114 del reglamento y de la LGT.


También existen otras obligaciones que podemos considerar anteriores al otorgamiento de las escrituras: consiste en no admitir ningún documento que contengan actos o contratos sujetos al impuesto, sin que se justifique el pago, la exención o la no sujeción, salvo lo dispuesto en la legislación hipotecaria o autorización expresa de la Administración (artículo 54.1 TR).


Por último, podemos hablar de las obligaciones simultáneas al otorgamiento de la escritura: consisten en consignar, en los documentos sujetos, entre las advertencias legales y de forma expresa:

-El plazo dentro del cual están los interesados obligados a presentarlos a liquidación.

-La afección de los bienes al pago del impuesto.

-Las responsabilidades en que incurren en caso de no efectuar la presentación.

II. SANCIONES ANEJAS A SU INFRACCIÓN.


Las sanciones pueden ser de dos clases: pecuniarias y no pecuniarias.

1. Pecuniarias: su cuantía dependiera del tipo de infracción cometida. La clasificación de la sanciones aparece contenida en los artículos 185 y 186 LGT. Esta sanción tiene carácter proporcional, puesto que se considera que causa un perjuicio a la Hacienda pública, ya sea por el incumplimiento de obligación de suministrar datos o antecedentes, o por la resistencia, excusa o negativa a la actuación de la Inspección para el examen de documentos, libros, facturas, ficheros, contabilidad etc.

2. No pecuniarias: tienen carácter complementario de ciertas multas pecuniarias y su finalidad es castigar las infracciones cometidas por determinadas personas que, por sus cargos públicos o situación privilegiada, tienen un singular deber de colaboración. Así, podrá imponerse la suspensión del ejercicio de profesiones oficiales, empleo o cargo público por un plazo de hasta 12 meses.

III. ALCANCE DE LA ADVERTENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 70 DEL REGLAMENTO.


El artículo 52 TR y el 114 del reglamento (antiguo artículo 70), obligan a los Notarios a advertir a los otorgantes y a consignar en el documento notarial que contenga hechos imponibles sujetos al impuesto, el plazo dentro del cual están obligados los interesados a autoliquidar, la afección de los bienes al pago del impuesto y las responsabilidades en que incurran en caso de no efectuar la presentación.

-El plazo para autoliquidar será de 30 días hábiles, a contar desde que se produjo el acto gravado. También parece prudente advertir a los interesados, que no están obligados a presentar aquellos documentos que contengan actos o contratos en que medie condición suspensiva, hasta que ésta se cumpla, ya que es en ese momento cuando se realiza el hecho imponible. Al ser impuesto cedido, la presentación deberá realizarse ante la oficina liquidadora de la CCAA competente.

-La afección de los bienes al pago del impuesto, cualquiera que sea su poseedor, salvo que aquél resulte un tercero protegido por la fe pública registral, que no le beneficiará cuando la afección conste expresamente en el Registro.

-Responsabilidad por falta de presentación. La LGT, distingue:

   -infracciones tributarias por dejar de ingresar la deuda que debiera resultar de una autoliquidación (artículo 191: distingue entre leve, grave, y muy grave).

   -Infracción tributaria por no presentar en plazo autoliquidaciones o declaraciones sin que se produzca perjuicio económico (artículo 198: se considera infracción leve).

   -Infracción tributaria por presentar incorrectamente autoliquidaciones o declaraciones sin que se produzca perjuicio económico (artículo 199: se considera infracción grave).

Estas advertencias, dicen la ley y el reglamento, se consignarán de forma expresa. Sin embargo, en el RN, la forma verbal o escrita que hayan de revestir las advertencias y reservas legales, se deja al prudente arbitrio del Notario. Normalmente, lo harán de forma verbal, salvo cuando se trate de advertencias que requieran una contestación inmediata de uno de los comparecientes, o aquellas que a juicio del Notario, deban detallarse expresamente. En la práctica prevalece la forma del RN, aunque hay que tener en cuenta que al establecer una norma de rango legal, la forma expresa en el documento correspondiente, parece aconsejable su más estricta observancia.

IV. OBLIGACIONES RELATIVAS A DOCUMENTOS PRIVADOS.


Existen dos obligaciones: de información y de abstención.

a) obligación de información: respecto de documentos privados comprensivos de contratos sujetos al pago del impuesto, que les hayan sido presentados para legitimación de sus firmas. Esto implica por un lado, una facultad (ya que autoriza la legitimación de firmas de documentos no liquidados) y una obligación (dar cuenta de la legitimación a la oficina liquidadora). No obstante, el RN, no autoriza al notario para legitimar firmas puestas al pie de documentos que no hayan cumplido los requisitos de la legislación fiscal, siempre que estos documentos sean los comprendidos en el artículo 1280 CC, o en cualquier otro artículo que exija la escritura como requisito de existencia o eficacia.

b) obligación de abstención: el artículo 54 TR compele al Notario a denegar su función, en los casos en los que se presente documentos que contengan hechos imponibles sin que se acredite su presentación ante la Administración Tributaria. El fundamento de esta obligación es impedir que se inicie el cómputo del plazo de prescripción, al dotarlos de fecha fehaciente, conforme a artículo 50. 2 TR.

PATRICIA OLIVENCIA. Notario.

MARZO 2005
DERECHO FISCAL. TEMA 26.

INFRACCIONES TRIBUTARIAS EN LOS IMPUESTOS DE TRANSMISIONES PATRIMONIALES Y ACTOS JURÍDICOS DOCUMENTADOS Y DE SUCESIONES. PRESENTACIÓN FUERA DE PLAZO O FALTA DE PRESENTACIÓN. INTERESES DE DEMORA.

I. INFRACCIONES TRIBUTARIAS EN LOS ITPyAJD E ISD.


Las leyes reguladoras de ambos impuestos, nos remiten en la cuestión relativa a las infracciones, a lo dispuesto en la LGT, de 17 de diciembre 2003.


Según el artículo 183 LGT, son infracciones tributarias, las acciones u omisiones dolosas o culposas con cualquier grado de negligencia que estén tipificadas y sancionadas como tales en esta u otra ley.


Serán sujetos infractores conforme al artículo 181, las personas físicas o jurídicas y las entidades sin personalidad jurídica, que realicen acciones u omisiones tipificadas como infracciones en las leyes, siempre que resulten responsables de las mismas.

No obstante, el artículo 179, establece que las acciones u omisiones tipificadas en las leyes no darán lugar a la responsabilidad tributaria:

a) cuando se realicen por quienes carezcan de capacidad de obrar en el orden tributario.

b) cuando concurra fuerza mayor.

c) cuando deriven de una decisión colectiva, para quienes hubieran salvado su voto o no hubieran asistido a la reunión en que se adoptó la misma.

d) cuando se haya puesto la diligencia necesaria en el cumplimiento de las obligaciones tributarias.

e) cuando sean imputables a una deficiencia técnica de los programas informáticos de asistencia facilitados por la Administración tributaria para el cumplimiento de las obligaciones tributarias.

f) cuando regularice su situación tributaria de forma voluntaria, esto es, antes de que pudiera existir un requerimiento administrativo, sin perjuicio de que sean exigibles los recargos por presentación extemporánea (artículo 27 LGT).

PRINCIPIOS QUE INSPIRAN LA POTESTAD SANCIONADORA.

1º irretroactividad. De conformidad con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 10 LGT, las normas que regulen el régimen de infracciones y sanciones tributarias y el de recargos, tendrán efectos retroactivos respecto de los actos que no sean firmes cuando su aplicación resulte más favorable.

2º no concurrencia. Regulado en el artículo 180 LGT, este principio es el conocido como principio de NON BIS IN IDEM, y se plasma en varios supuestos:

-Cuando la Administración tributaria estimase que la infracción pudiera ser constitutiva de delito contra la Hacienda Pública, previa audiencia del interesado, se procederá a remitir el expediente al Ministerio Fiscal, quedando las actuaciones suspendidas. En este supuesto, de existir sentencia condenatoria de la autoridad fiscal, no podrá imponerse sanción administrativa.

-Se declara expresamente la incompatibilidad entre una acción u omisión como infracción independiente y a la vez como criterio de graduación, o bien como circunstancia que determine la calificación de la infracción como grave o muy grave.

-Las sanciones derivadas de la comisión de infracciones tributarias, resultan compatibles con la exigencia de interés de demora y de los recargos del periodo ejecutivo.

CLASIFICACIÓN DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES.

1. Clasificación de las infracciones.


Según el artículo 185 LGT, cada infracción tipificada por la ley, se califica de forma unitaria como leve, grave o muy grave, en función de dos criterios: la ocultación y los medios fraudulentos.


Se entenderá que existe ocultación de datos, cuando concurran dos hechos:

-Que no se presenten declaraciones o se presenten declaraciones en las que se incluyan hechos u operaciones inexistentes o con importes falsos, o en las que se omitan total o parcialmente operaciones, ingresos, rentas, productos, bienes o cualquier otro dato que incida en la determinación de la deuda tributaria.

-Que la incidencia de la deuda derivada de la ocultación en relación con la base de la sanción sea superior a 10% (esto es, que la ocultación sea superior a 10% de la cuota a ingresar. Esta cuota a ingresar es la base de la sanción).

Se entiende que se produce la utilización de medios fraudulentos en tres supuestos:

-Existencia de anomalías sustanciales en la contabilidad y en los libros o registros establecidos por la normativa tributaria.

-El empleo de facturas, justificantes u otros documentos falsos o falseados, siempre que su incidencia represente un porcentaje superior al 10% de la base de la sanción.

-La utilización de personas o entidades interpuestas.

2. Clasificación de la sanciones.


De conformidad con los artículos 185 y 186 LGT, las podemos clasificar en:

a) sanciones pecuniarias de cuantía fija: son las que se aplican a infracciones que no causan un perjuicio económico a la Hacienda Pública.

b) sanciones pecuniarias de cuantía proporcional: son las que se aplican a infracciones que causan dicho perjuicio económico, y consisten en un porcentaje aplicado a la base de la sanción. A estos efectos y con carácter general, la base de la sanción será la cantidad no ingresada, de la que se ha solicitado indebidamente devolución, o la devuelta indebidamente.

c) sanciones no pecuniarias: se regulan como sanciones accesorias, en caso de que la infracción tributaria se califique como grave o muy grave, y pueden consistir en:

-Pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas, y del derecho a aplicar beneficios e incentivos fiscales de carácter rogado durante un plazo de hasta cinco años.

-Prohibición de contratar con la Administración pública que hubiese impuesto la sanción durante un plazo de hasta cinco años.

-Cuando la infracción se cometa por personas o autoridades que ejerzan profesiones oficiales, como consecuencia de la vulneración de los deberes de colaboración, podrá imponerse como sanción accesoria la suspensión del ejercicio de profesiones oficiales, empleo o cargo público por un plazo de hasta 12 meses.

3. La graduación de la sanciones pecuniarias.


Según el artículo 187 LGT, las sanciones tributarias se graduarán exclusivamente conforme a los siguientes criterios, que se aplican simultáneamente:

a) comisión repetida de infracciones tributarias.

-Cuando el sujeto infractor hubiese sido sancionado por una infracción leve, el incremento será de cinco puntos porcentuales.

-Cuando el sujeto infractor hubiese sido sancionado por una infracción grave, el incremento será de 15 puntos porcentuales.

-Cuando sujeto infractor hubiese sido sancionado por una infracción muy grave, el incremento será de 25 puntos porcentuales.

b) perjuicio económico causado a la Hacienda pública.

El perjuicio económico se mide por el porcentaje que resulte de la relación existente entre la base de la sanción y:

-La cuota que debió interesarse en la autoliquidación o por la adecuada declaración del tributo.

-El importe de la revolución inicialmente obtenida.

c) incumplimiento sustancial de la obligación de facturación o documentación.

Se entenderá producida esta circunstancia cuando dicho incumplimiento afecte a más del 20% del importe de las operaciones sujetas al deber de facturación o cuando, como consecuencia de dicho incumplimiento, la Administración tributaria no pueda conocer el importe de las operaciones sujetas al deber de facturación.

d) acuerdo o conformidad del interesado.

Tiene por objeto la reducción de la sanción impuesta como consecuencia de las infracciones tributarias tipificadas en los artículos 191 a 197 LGT cuando:

-La liquidación resultante no sea objeto de recurso o reclamación económico-administrativa, si procede de un procedimiento de verificación de datos o de comprobación limitada.

-El obligado tributario suscriba un acta con acuerdo o un acta de conformidad, si procede de un procedimiento de inspección.

La reducción aplicable será la siguiente:

-De 50%, en caso de suscribirse actas con acuerdo.

-De 30%, en los casos de conformidad.

-Además, se añadirá otra reducción en el caso de conformidad condicionada a que no se recurra la liquidación o la sanción impuesta, y ésta se pague en periodo voluntario sin solicitar aplazamiento o fraccionamiento. En este caso, la sanción, una vez practicada la reducción por conformidad, sea reducida en un 25%. Esta reducción no resulta aplicable en las actas con acuerdo.

EL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR.


Está regulado en los artículos 207 a 212 LGT, y se caracteriza por:

a) se trata de un procedimiento cuya tramitación, salvo renuncia del obligado tributario, se realizará de forma separada al resto de los procedimientos regulados en la ley (no procede procedimiento separado en caso de actas con acuerdo).

b) el procedimiento se iniciará siempre de oficio, en el plazo máximo de tres meses desde que se hubiese notificado o se entendiese notificada la correspondiente liquidación o resolución del procedimiento de que se derive.

c) se establece la posibilidad de una tramitación abreviada, la cual podrá llevarse a cabo cuando, al tiempo de iniciarse el expediente sancionador, se encontrasen en poder del órgano competente todos los elementos que permitan formular la propuesta de imposición de sanción, la cual se incorporará al acuerdo de iniciación. Dicha propuesta se notificará al interesado, a quien se le pondrá de manifiesto el expediente para que, en el plazo de 15 días, formule las alegaciones o aporte las pruebas que estime convenientes.

d) el procedimiento finalizará por caducidad o mediante resolución:

-Cuando el interesado preste su conformidad a la propuesta de resolución.

-Cuando se dicte resolución expresa, ésta contendrá la fijación de los hechos, la valoración de las pruebas practicadas, la determinación de la infracción cometida, la identificación de la persona o entidad infractora, y la cuantificación de la sanción que se impone, con indicación de los criterios de graduación de la misma y de la reducción que proceda.

-El plazo para la conclusión del procedimiento sancionador será de seis meses desde la notificación del acuerdo de inicio, entendiéndose concluido, en la fecha en que se notifique el acto administrativo de resolución del mismo. Transcurrido dicho plazo sin haberse notificado la resolución del expediente, se producida la caducidad del procedimiento sancionador, procediéndose al archivo de las actuaciones.

e) la resolución que ponga fin a procedimiento sancionador podrá ser objeto de reclamación o recurso independiente. La interposición de reclamación o recurso contra la sanciones, provocará que quede automáticamente suspendida  su ejecución sin necesidad de prestar garantía hasta que sean firmes en vía administrativa, no devengándose intereses de demora por el tiempo que transcurra hasta la finalización del plazo de pago en periodo voluntario abierto por la notificación de la resolución que ponga fin a la vía administrativa.

II. PRESENTACIÓN FUERA DE PLAZO O FALTA DE PRESENTACIÓN.

1º infracción leve por no presentar en plazo autoliquidaciones o declaraciones sin que se produzca perjuicio económico.

a) declaraciones censales. Sanción pecuniaria fija de 400€.

b) comunicación que designe al representante de personas o entidades. Sanción pecuniaria fija de 400 €.

c) declaraciones exigidas en cumplimiento del deber de suministrar información (artículos 93 y 94 LGT). Sanción pecuniaria fija de 20 € por cada dato o conjunto de datos referidos a una misma persona o entidad que se haya omitido, con un mínimo de 300 y un máximo de 20.000 €.

d) otras. Sanción pecuniaria fija de 2 00 €.

No obstante, hay que tener en cuenta dos especialidades:

-Si se presentan fuera de plazo sin requerimiento previo, concurre una atenuante por arrepentimiento espontáneo, y la sanción será la mitad de las expuestas.

-Si se hubiese realizado varios requerimientos, las sanciones serán compatibles con las establecidas en el artículo 203 LGT (resistencia a la actuación de la Administración).

2º infracción leve por incumplir la obligación de comunicar el domicilio fiscal o el cambio del mismo. Sanción pecuniaria fija de 100 €.

INFRACCIÓN TRIBUTARIA POR RESISTENCIA, OBSTRUCCIÓN, EXCUSA O NEGATIVA A LAS ACTUACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA (artículo 203).

Se entiende producida la resistencia cuando el sujeto infractor, debidamente notificado al efecto, haya realizado actuaciones tendentes a dilatar, entorpecer o impedir las actuaciones de la Administración tributaria.

Esta infracción es grave, y destacan los casos siguientes:

-En general: sanción de 150 €. Por ejemplo, coacciones a los funcionarios de la Administración tributaria.

-No atender requerimientos en general por personas o entidades que no realicen actividades económicas: sanción de 150 €. La segunda vez será de 200 € y la tercera de 600 €.

-Determinados incumplimientos de personas o entidades que realicen actividades económicas: sanción de 300 a 600.000 €.

RECARGOS POR PRESENTACIÓN FUERA DE PLAZO SIN REQUERIMIENTO PREVIO DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA (artículo 27 LGT).

-5%, cuando se presente la autoliquidación dentro de los tres meses siguientes a la finalización del plazo voluntario para la presentación e ingreso.

-10%, cuando se presente dentro de los seis meses siguientes.

-15%, cuando se presente dentro de los 12 meses siguientes.

En ninguno de estos tres casos serán exigibles ni intereses de demora ni sanciones.

-20%, cuando se presente la autoliquidación después de los 12 meses siguientes a la finalización del plazo voluntario para la presentación e ingreso.

RECARGOS DEL PERIODO EJECUTIVO.

El periodo ejecutivo se entenderá iniciado en el momento en que finalizará el plazo voluntario de ingreso derivado de la deuda tributaria.

Los recargos son tres, siendo incompatibles entre ellos:

-5%, cuando se satisfaga la totalidad de la deuda no ingresada en periodo voluntario, antes de la notificación de la providencia de apremio.

-10%, cuando se satisfaga la totalidad de la deuda no ingresada en periodo voluntario y el propio recargo, antes de la finalización del plazo previsto en el artículo 62.5 de la ley para las deudas apremiadas.

-20%, cuando no concurran las circunstancias necesarias para la aplicación de cualquiera de los dos recargos anteriores.

III. INTERESES DE DEMORA.

El interés de demora, se exigirá sobre el importe no ingresado en plazo o sobre la cuantía de la devolución cobrada improcedentemente, resultando exigible durante el tiempo al que se extienda el retraso del obligado en los siguientes supuestos:

-Cuando finalice el plazo establecido para el pago voluntario de una deuda resultante de una liquidación practicada por la Administración o del importe de una sanción, sin que el ingreso se hubiese efectuado.

-Cuando finalice el plazo establecido para la presentación de una autoliquidación o declaración, sin que hubiese sido presentada o lo hubiese sido incorrectamente, salvo lo dispuesto en el artículo 27.2 LGT relativo a la presentación de declaraciones extemporáneas sin requerimiento previo.

-Cuando se suspenda la ejecución del acto, salvo en el supuesto de recursos y reclamaciones contra sanciones, durante el tiempo que transcurra hasta la finalización del plazo de pago en periodo voluntario abierto por la notificación de la resolución que ponga fin a la vía administrativa.

-Cuando se inicie el periodo ejecutivo, salvo lo dispuesto en el artículo 28.5 LGT respecto a los intereses de demora cuando sea exigible el recargo ejecutivo (5%) o el recargo de apremio reducido (10%).

-Cuando el obligado tributario haya obtenido una devolución improcedente.
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EL IMPUESTO SOBRE EL VALOR AÑADIDO: NATURALEZA Y ÁMBITO DE APLICACIÓN. HECHO IMPONIBLE. DELIMITACIÓN RESPECTO DEL ITPyAJD.

I. EL IVA: NATURALEZA Y ÁMBITO DE APLICACIÓN.


Está regulado por la ley de 28 de diciembre de 1992, modificada parcialmente por la ley de 6 de junio de 1994 y desarrollada por el Regl de 29 de diciembre de 1992.


Se trata de un impuesto parcialmente cedido a las CCAA. Así la ley 21/2001 de 27 de diciembre, establece la cesión del 35% del rendimiento producido en su territorio.


Según el artículo 1 de la ley 37/1992, es un tributo de naturaleza indirecta que recae sobre el consumo y grava, en la forma y condiciones previstas en la ley, las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas por empresarios o profesionales, las adquisiciones intracomunitarios y las importaciones de bienes.

Naturaleza jurídica.

-Es un impuesto indirecto, porque no manifiesta de forma directa la capacidad económica, pues tiene por objeto imponible el consumo.

-Real u objetivo, puesto que se aplica con independencia de las circunstancias personales y familiares.

-Instantáneo, porque somete a gravamen las operaciones individualmente consideradas, aunque, por razones de gestión, se agrupen las de un periodo determinado, para su declaración/liquidación.

-Multifásico, pues recae sobre todas y cada una de las fases del proceso de producción-comercialización de los bienes.

Ámbito de aplicación.


Lo primero que hay que retener es que el IVA no se aplica en todo el territorio de la UE, puesto que se excluyen determinadas partes en las que no se va aplicar esta figura impositiva armonizada, por lo que tendrán la consideración de territorios terceros o terceros países (Ceuta y Melilla, en el caso de España).

También es necesario distinguir, dentro de los territorios de la UE excluidos del sistema común del IVA, aquellas zonas que forman o no parte de la unión aduanera, porque a las mercancías procedentes de unas u otras se les aplican procedimientos distintos a su entrada en el territorio del sistema común (en España, por ejemplo, Canarias).

II HECHO IMPONIBLE.

1. ENTREGA DE BIENES Y PRESTACIÓN DE SERVICIOS.


Del artículo 4, pueden extraerse los requisitos esenciales:

a) las operaciones han de realizarse dentro del ámbito espacial de impuesto.

b) por empresarios o profesionales. Conforme al artículo 5, se pueden distinguir tres clases de empresarios o profesionales:

-Las sociedades mercantiles, en todo caso.

-Las personas o entidades que realicen actividades empresariales o profesionales con carácter habitual. En este grupo se incluyen personas físicas, entidades con personalidad jurídica que no tienen la consideración de sociedades mercantiles (fundaciones, asociaciones, cooperativas, sociedades civiles, entidades públicas) y entes sin personalidad jurídica que constituyan una unidad económica o un patrimonio separado susceptible de imposición (herencias yacentes, comunidades de bienes), que según el artículo 84. 3 pueden ser sujetos pasivos de impuesto.

-Quienes efectúen, aún ocasionalmente, las siguientes operaciones:

   -aquellos que realicen una o varias entregas de bienes o prestaciones de servicios que supongan la explotación de un bien corporal o incorporal con el fin de obtener ingresos continuados en el tiempo. En particular, los arrendadores de bienes tendrán dicha condición.

   -Aquellos que urbanicen terrenos o promuevan, construyan o rehabiliten edificaciones destinadas en todos los casos a su venta, adjudicación o cesión por cualquier título.

Se excluye del concepto a quienes no teniendo la consideración de sociedades mercantiles, realicen exclusivamente entregas de bienes o prestaciones de servicios a título gratuito (al no existir cuotas repercutidas, no podrían deducir las cuotas que han soportado).

Este concepto de empresario se ha visto alterado a raíz de la sentencia del TJCE, de 21 de marzo del 2000, relativa a la deducción de cuotas soportadas con anterioridad al inicio de las actividades. Las actividades empresariales o profesionales se considerarán iniciadas desde el momento en que se realice la adquisición de bienes o servicios con la intención confirmada, con elementos objetivos, de destinarlos al desarrollo de tales actividades.

El ejercicio de actividades empresariales o profesionales se presumirá: en los supuestos a los que se refiere el artículo 3 del CCo, y cuando para la realización de las operaciones definidas en el artículo 4 de esta ley se exija contribuir por el IAE.

c) que las entregas de bienes o prestaciones de servicios se efectúen en el desarrollo de una actividad empresarial o profesional. La dificultad radica en cómo determinar si se realizan o no en desarrollo de dicha actividad. La ley entiende que nos encontramos en esta situación en: las entregas de bienes o prestaciones de servicios efectuados por las sociedades mercantiles, y en las transmisiones o concesiones de uso a terceros de la totalidad o parte de los bienes o derechos que integren el patrimonio empresarial o profesional de los sujetos pasivos.

d) las operaciones sujetas deben ser onerosas, pero advirtiendo que hay determinadas operaciones, como el autoconsumo, que están sujetas y sin embargo, no hay contraprestación.

e) las operaciones pueden realizarse con carácter habitual u ocasional.

2. ADQUISICIONES INTRACOMUNITARIAS DE BIENES.


El concepto nos lo da el artículo 15. 1 de la ley: "se entenderá por adquisición intracomunitarios de bienes, la obtención del poder de disposición sobre bienes muebles corporales, expedidos o transportados al territorio de aplicación del impuesto, con destino al adquirente, desde otro Estado miembro, por el transmitente, el propio adquirente o un tercero en nombre y por cuenta de cualquiera de los anteriores".

Los requisitos de este hecho imponible son los siguientes:

1º la creación del poder de disposición. Por ejemplo, si un empresario alemán, con sede en Alemania, arrienda una máquina a un empresario español, con sede en Madrid, como el empresario español no tiene el poder de disposición como consecuencia del arrendamiento. No se produce AIB.

2º es necesario que los bienes "sean expedidos o transportados al territorio de aplicación del impuesto desde otro Estado miembro".

3º el adquirente debe ser: un empresario o profesional, o una entidad jurídica que no actúe como empresario o profesional (por ejemplo, un ayuntamiento, una asociación).

4º la persona que efectúen la entrega debe ser un empresario o profesional.

El artículo 16 de la ley establece una serie de operaciones que se consideran asimiladas a las AIB y que, consiguientemente, tributan en el territorio de aplicación del impuesto. Son:

-La recepción en destino de los transfert, esto es, de las transferencias de bienes desde otro Estado miembro y su afectación a la actividad empresarial. Por ejemplo: un empresario establecido en Roma, envía determinadas mercancías a su almacén en Barcelona, siguiendo con la propiedad de esas mercancías. Se trata de una transferencia de bienes de Italia (Estado miembro) al territorio de aplicación del impuesto. Al recibirse y afectarse esas mercancías a la actividad empresarial del empresario italiano en Barcelona, se produce una operación asimilada a la AIB, en virtud de lo dispuesto el artículo 16. 2. La salida del país de origen (Italia), se considera una entrega, pero exenta, en virtud de un artículo de la normativa italiana del impuesto análoga al artículo 25. 3 de la ley 37/1992.

-La afectación para su uso, en el territorio de aplicación del impuesto, de bienes que ha sido adquiridos por la OTAN en otros Estados miembros, sin sujetarse a las condiciones normales de tributación del impuesto.

3. IMPORTACIONES DE BIENES.


Son las entradas definitivas en un país de un bien procedente de un territorio tercero, es decir, no comunitario. Además, hay que tener en cuenta que, como consecuencia de la entrada en vigor del mercado interior de la UE, todo el territorio de ésta debe tener la misma consideración, por lo que la entrada en el país de un bien procedente de otro Estado miembro, no será importación si en este último se sometió al bien en cuestión al régimen de las importaciones.

III. DELIMITACIÓN RESPECTO DEL ITPyAJD.

1. Delimitación respecto de TPO.

En términos de generalidad, podríamos decir que están sujetas al IVA las operaciones de tráfico mercantil o empresarial, y a TPO las operaciones de tráfico no mercantil. No obstante, el legislador fiscal ha creído conveniente establecer unas normas que declaren expresamente la incompatibilidad entre ambos impuestos.

a) el TR del ITPyAJD, se expresa en este sentido, cuando después de enumerar las transmisiones patrimoniales sujetas, indica a continuación que no están sujetas dichas operaciones cuando sean realizadas por empresario o profesional en el ejercicio de su actividad empresarial o profesional, o cuando consisten en entregas de bienes o prestaciones de servicios sujetas al IVA.

b) por su parte, la ley reguladora del IVA se expresa en parecidos términos al afirmar que las operaciones sujetas a este impuesto no lo están al concepto de TPO.

Se exceptúan:

-Las entregas y arrendamientos de bienes inmuebles, y la constitución y transmisión de derechos reales de goce y disfrute sobre los mismos, cuando están exentos del IVA y siempre que no se renuncie a tal exención.

-Las transmisiones de valores a las que se refiere el artículo 108 LMV.

2. Delimitación respecto de OS.

Existe perfecta compatibilidad entre el IVA y OS. Así resulta:

a) de la ley reguladora del IVA:

-Implícitamente, al declarar la incompatibilidad con TPO, pero no con OS.

-Explícitamente, cuando después de sujetar al IVA las aportaciones no dinerarias efectuadas por los sujetos pasivos, de elementos de su patrimonio empresarial o profesional a sociedades o comunidades de bienes o a cualquier tipo de entidades, así como las adjudicaciones de esta naturaleza en caso de liquidación o de disolución total o parcial de aquéllas, dice a continuación que esto se entenderá sin perjuicio de la tributación que proceda por OS o AJD (artículo 8. 2).

b) de la jurisprudencia fiscal. En este sentido el TEAC, en sentencia de 28 de enero de 1993, ha declarado que la incompatibilidad entre el IVA y el ITPyAJD, se produce sólo respecto de la modalidad de TPO, pero no respecto de OS y AJD.

3. Delimitación respecto de AJD.

Perfecta compatibilidad.
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EL IVA: ENTREGAS DE BIENES Y PRESTACIONES DE SERVICIOS SUJETOS, NO SUJETOS Y EXENTOS, CON ESPECIAL REFERENCIA A LOS RELATIVOS A BIENES INMUEBLES Y DERECHOS REALES EN EL IVA. LA RENUNCIA A LA EXENCIÓN DEL IVA.

I. EL IVA: ENTREGAS DE BIENES Y PRESTACIONES DE SERVICIOS SUJETOS, NO SUJETOS Y EXENTOS, CON ESPECIAL REFERENCIA A LOS RELATIVOS A BIENES INMUEBLES Y DERECHOS REALES EN EL IVA.


El IVA, según el artículo 1, es un impuesto indirecto que recae sobre el consumo y grava las siguientes operaciones:

1. Entrega de bienes y prestaciones de servicios realizadas por empresarios o profesionales.

2. Adquisiciones intracomunitarias de bienes.

3. Importación de bienes.

En el presente tema examinaremos exclusivamente las primeras.


Se entiende por entrega de bienes "la transmisión del poder de disposición sobre bienes corporales, incluso si se efectúa mediante cesión de títulos representativos de dichos bienes. A estos efectos, tendrán la consideración de bienes corporales el gas, el calor, el frío, la energía eléctrica, y demás modalidades energía". En cuanto a las prestaciones de servicios, el legislador da un concepto negativo: las aquellas operaciones sujetas que no sean entrega de bienes, adquisiciones intracomunitarias o importaciones de bienes (artículo 11. Uno).

ENTREGAS DE BIENES Y PRESTACIONES DE SERVICIOS SUJETAS.

A. EN GENERAL, para que las entregas de bienes y prestaciones de servicios estén sujetas al IVA, es necesario que se den los siguientes requisitos:

-Que sean realizadas por empresarios o profesionales.

-Que las entregas de bienes y prestaciones de servicios tenga lugar en el desarrollo de una actividad empresarial o profesional.

-Que los sean a título oneroso, aunque hay operaciones, como el autoconsumo, que están sujetas pero no hay contraprestación.

-Pueden ser realizadas habitual u ocasionalmente.

B. EN PARTICULAR, la ley recoge en los artículos 8 y 11, una serie de entregas y prestaciones sujetas, entre las que destacamos respecto a los bienes inmuebles, las siguientes:

1. Se consideran entregas de bienes:

a) la transmisión del poder de disposición sobre bienes corporales.

b) las ejecuciones de obras que tenga por objeto la construcción o rehabilitación de una edificación, cuando el empresario que ejecute la obra aporte una parte de los materiales utilizados, siempre que el coste de los mismos exceda del 20% de la base imponible.

c) las aportaciones no dinerarias efectuadas por los sujetos pasivos del impuesto, de elementos de su patrimonio empresarial o profesional, a sociedades o comunidades de bienes o a cualquier otro tipo de entidades, y las adjudicaciones de esta naturaleza en caso de liquidación o disolución total o parcial de aquellas, sin perjuicio de la tributación que proceda por OS y AJD.

d) las transmisiones de bienes en virtud de una norma o de una resolución administrativa o jurisdiccional, incluida la expropiación forzosa.

e) las cesiones de bienes en virtud de contratos de venta con pacto de reserva de dominio o condición suspensiva.

f) las cesiones de bienes en virtud de contratos de arrendamiento-venta y asimilados. Se asimilan a estos contratos los de arrendamiento con opción de compra desde el momento en que el arrendatario se comprometa a ejercitar dicha opción y, en general los de arrendamiento de bienes con cláusula de transferencia de la propiedad vinculante para ambas partes.

g) el suministro de un producto informático normalizado efectuado en cualquier soporte material (este apartado ha sido introducido por la ley 53/2002, de 30 diciembre).

2. Se consideran prestaciones de servicios:

a) el ejercicio independiente de una profesión, arte y u oficio.

b) los arrendamientos de bienes, industria o negocio, empresas o establecimientos mercantiles, con o sin opción de compra.

 c) las cesiones del uso o disfrute de bienes.

d) las ejecuciones de obra que no tengan la consideración de entrega de bienes con arreglo a lo dispuesto en el artículo 8 de esta ley.

e) los traspasos de locales de negocios.

f) las operaciones de mediación y las de agencia o comisión, cuando el agente o comisionista actué en nombre ajeno.

ENTREGAS DE BIENES Y PRESTACIONES DE SERVICIOS NO SUJETAS.


Conforme al artículo 7 de la ley, no estarán sujetas las siguientes operaciones:

1. La transmisión de patrimonios empresariales o profesionales. Distingue la ley entre transmisiones i-v y transmisiones m-c.

Transmisiones Inter vivos:

a) en general, no quedan sujetas si se dan las siguientes circunstancias: que la transmisión sea de la totalidad del patrimonio, a favor de un solo adquirente, y que éste continúe el ejercicio de la actividad empresarial o profesional del transmitente.

b) en particular: la transmisión total operada por fusión o escisión de la empresa, siempre que se den las circunstancias del título I de la ley 16 de diciembre de 1991 (además, están exentas de TPO).

Transmisiones mortis causa.

Quedan al margen, ya sean de la totalidad del patrimonio empresarial o de parte del mismo, siempre que el adquirente continúe en el ejercicio de la actividad empresarial o profesional. Otra diferencia con la transmisión Inter vivos, es que mientras que en la mortis causa sólo cabe respecto del empresario individual, en la Inter vivos puede efectuarse por todo tipo de empresarios.

2. Determinadas entregas de bienes y servicios realizados por el Estado y las entidades públicas.

Se exige, para la no sujeción, dos requisitos:

a) que las operaciones las efectúen directamente los entes públicos, sin intermediarios.

b) que se lleven a cabo sin contraprestación o mediante contraprestación de naturaleza tributaria.

3. Las concesiones y autorizaciones administrativas, salvo las que tengan por objeto la cesión del derecho a utilizar inmuebles o instalaciones en puertos, aeropuertos e instalaciones ferroviarias.

4. Las operaciones realizadas por las comunidades de Regantes, para la ordenación y aprovechamiento de las aguas.

5. Las entregas de dinero a título de contraprestación o pago.

ENTREGAS DE BIENES Y PRESTACIONES DE SERVICIOS EXENTAS.

1. Exenciones establecidas en favor de ciertas actividades de interés público: culturales, docentes etc.

2. Exenciones por motivos económicos:

a) exenciones sobre operaciones inmobiliarias: los terrenos.

El legislador distingue entre edificables y no edificables. Los primeros están sujetos y los segundos, excluidos.

La ley, de acuerdo con esta filosofía, considera exentas:

-Las entregas de terrenos rústicos y demás que no tengan la condición de edificables.

-Las entregas de terrenos no edificables en los que se hallen enclavados edificación es de carácter agrario indispensables para la explotación.

-Las entregas de terrenos a las juntas de compensación, y las posteriores adjudicaciones de éstas.

-Las entregas de fincas a expedientes de reparcelación, y la posterior adjudicación de fincas de reemplazo.

-Las segundas o ulteriores entregas de edificaciones, cuando tenga lugar después de terminada su construcción o rehabilitación.

En todos estos supuestos, hay que resaltar que es posible renunciar a la exención por el sujeto pasivo, cuando éste tenga derecho a la deducción total del impuesto soportado por tales adquisiciones.

-Los arrendamientos, considerados por la ley como prestaciones de servicios, y la constitución y transmisión de derechos reales de goce y disfrute que tengan por objeto los siguientes bienes:

-Terrenos de todas clases, salvo los arrendamientos para estacionamiento de vehículos, exposición o publicidad, depósito o almacenaje de bienes, etc (que están sujetos).

-Los edificios o partes de los mismos destinados exclusivamente a vivienda, incluidos los garajes y anexos accesorios a estas últimas, y los muebles arrendados con ella (sujetos a TPO).

EXENCIONES DE OPERACIONES FINANCIERAS.

Mencionaremos, entre otras, las siguientes:

a) activas: como concesión de créditos y préstamos en dinero.

b) pasivas: como depósitos en efectivo en sus diversas formas.

c) otras operaciones enumeradas en la ley, como la prestación no decían os, avales y demás garantías personales o reales, giros, cheques, pagarés, letras de cambio, etc.

La  LMFAOS de 29 de diciembre de 1999, introdujo un nuevo régimen especial para el oro de inversión (artículos 140 y siguientes). El artículo 140 bis, declara exentas del impuesto las entregas, adquisiciones intracomunitarias e importaciones de oro de inversión, siempre que impliquen transmisión del poder disposición sobre dicho oro. Se exceptúan las establecidas en el párrafo segundo del artículo 140. 1 bis. Esta exención puede renunciase por el transmitente, y las entregas, con los requisitos que se determinan reglamentariamente, y con las condiciones que establece el artículo 140 ter. El sujeto pasivo, en caso de renuncia, es el empresario o profesional para el que se efectúe la operación gravada (artículo 140 quinque).

II. RENUNCIA A LA EXENCIÓN DEL IVA.


La exención produce un efecto singular: el empresario intermedio, si hay exención, no tendrá cuota soportada que pueda deducir de la cuota detectada, produciéndose entonces la ruptura de la cadena de deducciones.


Para evitar esto, se concede a sujeto pasivo la posibilidad de renunciar a la exención en determinadas operaciones relativas a bienes inmuebles:

a) las entregas de terrenos no edificables.

b) las entregas de terrenos a las juntas de compensación y posteriores adjudicaciones.

c) las entregas para reparcelaciones.

d) las segundas o ulteriores entregas de edificaciones.

Requisitos:

1. Se ha de tratar de una entrega de inmuebles, no cabe la renuncia a la exención en los arrendamientos ni en los derechos reales de goce y disfrute.

2. El transmitente ha de ser sujeto pasivo de IVA en el ejercicio de su actividad. Si no es sujeto pasivo, estaremos ante una transmisión no sujeta a IVA, por lo que no cabe la posibilidad de renuncia a la exención.

3. El adquirente ha de ser igualmente sujeto pasivo de IVA en el ejercicio de su actividad, con derecho a la deducción total del IVA soportado en la operación.

4. La renuncia debe ser individual para cada operación, y notificarse fehacientemente al adquirente con carácter previo o simultáneo. Es perfectamente admisible la manifestación en tal sentido en la escritura pública de transmisión.

5. El adquirente debe justificar mediante declaración, su condición de sujeto pasivo con derecho a la deducción total del IVA soportado.
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EL IVA: LOS SUJETOS PASIVOS EN EL IVA. DEVENGO DEL IMPUESTO. BASE IMPONIBLE. TIPO. DEDUCCIONES; LA REGLA DE PRORRATA.

I. SUJETOS PASIVOS EN EL IVA.

1. Sujeto pasivo en operaciones interiores.

a) REGLA GENERAL.

Con carácter general, las personas físicas o jurídicas que tienen la condición de empresarios y que realicen entregas de bienes o prestaciones de servicios sujetas al impuesto, tienen la condición de sujetos pasivos.

b) REGLA ESPECIAL. INVERSIÓN DEL SUJETO PASIVO.

Como regla especial, se establece que los empresarios o profesionales para quienes se realicen las entregas de bienes o prestaciones de servicios, serán sujetos pasivos, cuando éstos se efectúen por personas o entidades no establecidas en el territorio de aplicación del impuesto.

Un sujeto pasivo estará establecido en España, cuando tenga aquí su sede de actividad económica, establecimiento permanente o su domicilio fiscal, aunque no realice las operaciones desde éste.

Por ejemplo: un empresario establecido en Italia ha prestado un servicio de asesoramiento a una empresa establecida en el territorio de aplicación del IVA. La operación se localiza en el territorio de aplicación del impuesto. El sujeto pasivo será el empresario establecido en España, por aplicación de la regla de inversión del sujeto pasivo, ya que el prestador de servicio no está establecido en nuestro país.

Los supuestos en los que se produce la inversión de sujeto pasivo serán:

-Cuando las operaciones se efectúen por personas o entidades no establecidas en el territorio de aplicación del impuesto. No obstante, esta regla tiene excepciones.

-Cuando se trate de entregas de oro sin elaborar o de productos semielaborados de oro de ley o superior a 325 milésimas.

-Cuando se trate de entregas de desechos industriales minerales, desperdicios o desechos de papel o cartón.

c) PERSONAS JURÍDICAS QUE NO ACTÚEN COMO EMPRESARIOS O PROFESIONALES.

Estas entidades serán sujetos pasivos del IVA, cuando sean destinatarias de las siguientes operaciones realizadas por empresarios o profesionales no establecidos en el territorio de aplicación del impuesto, siempre que hayan comunicado el NIF a efectos del IVA que tenga atribuido por la Administración española:

-Operaciones triangulares reguladas el artículo 26. 3 de la ley.

-Prestaciones de servicios de mediación contemplados en el artículo 70.1.6º, trabajos realizados sobre bienes muebles y los informes periciales, valoraciones y dictámenes relativos a dichos bienes, transporte intracomunitario de bienes, servicios accesorios a éstos, servicios de mediación en los transportes intracomunitarios y servicios accesorios citados.

d) SUJETOS PASIVOS CARENTES DE PERSONALIDAD JURÍDICA.

Las comunidades de bienes, herencias yacentes y demás sujetos sin personalidad jurídica, forman una unidad económica o un patrimonio separado susceptible de imposición.

2. Sujeto pasivo en las adquisiciones intracomunitarios de bienes.

Serán quienes las realicen.

3. Sujeto pasivo en las importaciones.

El artículo 86 de la ley del IVA, determina que el sujeto pasivo de las importaciones es quien la realiza. Se considerarán importadores, siempre que se cumplan en cada caso los requisitos previstos en la legislación aduanera:

-Los destinatarios de los bienes importados.

-Los viajeros, para los bienes que conduzcan al entrar en el territorio de aplicación del impuesto.

-Los propietarios de los bienes en los casos no contemplados en los números anteriores.

-Los adquirentes o, en su caso, las propietarios, los arrendatarios o fletadores de los bienes a que se refiere el artículo 19 de la ley, en el supuesto de las operaciones asimiladas a las importaciones.

II. DEVENGO DEL IMPUESTO.


Con carácter general (artículo 75), el devengo de las entregas de bienes, se produce con la puesta a disposición de los bienes, y respecto de las prestaciones de servicios, se produce cuando se presten, ejecute o efectúen los servicios. En el caso de las ejecuciones de obra con aportación de materiales, el devengo se producirá en el momento en que los bienes a que se refiere se pongan a disposición del dueño de la obra.


Merecen especial atención, las ejecuciones de obra realizadas para las AAPP en el marco de la contratación administrativa. El devengo se produce en el momento de su recepción.


Como reglas especiales se establecen las siguientes:

-Entregas de bienes sin transmisión de la propiedad en virtud de contratos de venta con reserva de dominio o cualquier otra condición suspensiva, el devengo se anticipa al momento en que se produce la entrega de la posesión material. Esta regla también se aplica a las operaciones de arrendamiento-venta de bienes o de arrendamiento de bienes con  claúsula de transferencia de propiedad vinculante para ambas partes.

-Contratos estimatorios por los que una de las partes entrega a la otra bienes muebles, cuyo valor se estima en una cantidad cierta, obligando se quien lo recibe a procurar su venta dentro de un plazo, y a devolver el valor estimado de los bienes vendidos y el resto de los no vendidos. El devengo de las entregas relativas a los bienes vendidos, se producirá cuando quien los recibe los ponga a disposición del adquirente.

-Contratos de comisión de venta actuando el comisionista en nombre propio. Se producen dos entregas, una de comitente al comisionista, y otra de éste al tercero adquirente, retrasándose el devengo simultáneo de ambas entregas hasta el momento en que se realiza la segunda entrega del comisionista al adquirente.

-Contratos de comisión de compra actuando el comisionista en nombre propio. En estos contratos se adelanta el devengo simultáneo de las dos entregas al momento en que el comisionista adquiere los bienes.

-Autoconsumo. El devengo se fija en el momento en que se efectúan estas operaciones. No obstante, se establecen unas reglas especiales para el autoconsumo interno por cambio de afectación de bienes del circulante (existencias) a bienes de inversión.

-Pagos anticipados. El IVA se devengará en el momento del cobro total o parcial del precio por los importes percibidos. Por ejemplo: un promotor enajena una edificación en construcción por 300.000 €, fijándose el pago de 20.000 € antes de efectuarse la entrega, 130.000 € en el momento de la entrega y 150.000 € se aplazan.

Devengo:

-el momento en que se cobran los 20.000 €. Cuota IVA: 20.000 € x 7% = 1400.

-Cuando se entregue la vivienda se devengara IVA por la totalidad del precio pendiente. Cuota del IVA: 280.000x 7% = 19.600.

-Operaciones de trato sucesivo. El devengo se fracciona temporalmente, puesto que se produce conforme sean exigibles las distintas partes del precio que comprenda cada percepción, independientemente de que efectivamente se cobren o no (arrendamientos de inmuebles, contratos de suministro, servicios de asesoramiento permanentes, etc).

En aquellos supuestos en que no se haya pactado precio, o habiéndose pactado, no se ha determinado el momento de su exigibilidad, y aquellos en que la exigibilidad del precio se ha pactado con periodicidad superior al año, el devengo se producirá el 31 de diciembre de cada año por la parte correspondiente al periodo transcurrido desde la operación o desde el anterior devengo, hasta la citada fecha. Por ejemplo: en un contrato de arrendamiento donde se pacta que se abonarán las cuotas en los primeros cinco días de cada mes, el devengo se producirá el día 1 de cada mes, al resultar exigible la cuota mensual.

III. BASE IMPONIBLE.


El artículo 78. 1 define la base imponible como el importe total de la contraprestación de las operaciones sujetas al impuesto procedente del destinatario o de terceras personas. La contraprestación está íntimamente relacionada con el precio, pero no existe plena identificación desde el momento en que a efectos de IVA es preciso adicionar y restar algunos conceptos por tanto, se van a distinguir dos apartados:

1. Conceptos incluidos.

-Gastos de comisiones, aportes y transporte, seguros, primas por prestaciones anticipadas y cualquier otro crédito efectivo a favor de quien realicen la entrega o preste el servicio, derivado de la prestación principal o de las accesorias a la misma.

-Las subvenciones vinculadas directamente al precio de las operaciones sujetas al impuesto.

-Los tributos y gravámenes, excepto el propio IVA y el impuesto especial sobre determinados medios de transporte.

-Las percepciones retenidas con arreglo a derecho, por el obligado a efectuar la prestación en los casos de resolución de las operaciones sujetas al impuesto. Por ejemplo, en un contrato de compraventa se pacta la entrega de arras o señal por parte del comprador, que hará suyas el vendedor si se resuelve el contrato.

-El importe de los envases y embalajes.

-El importen de las deudas asumidas por el destinatario de las operaciones sujetas. Por ejemplo: cuando comprador se subroga como deudor de un crédito hipotecario del vendedor.

2. Conceptos excluidos.

-Las cantidades percibidas por razón de indemnizaciones que, por su naturaleza y función, no constituyen contraprestación o compensación de las entregas de bienes o prestaciones de servicios sujetas al impuesto. Por ejemplo: las cantidades percibidas por los arrendadores de inmuebles en concepto de indemnización por obras realizadas por el arrendatario sin su autorización.

-Descuentos y bonificaciones que se concedan, previa o simultáneamente, al momento en que la operación se realice y en función de ella.

-Suplidos. Las sumas pagadas en nombre y por cuenta del cliente, en virtud de mandato expreso del mismo.


Como reglas especiales de determinación de la base imponible, la ley distingue las siguientes:

1. Contraprestación no dineraria. En estos casos, se tomará como base imponible la que se hubiese fijado en condiciones normales entre sujetos independientes, es decir, el valor de mercado. Si la contraprestación consiste parcialmente en dinero, hay que comparar el valor de mercado de la parte no dineraria más el importe de la parte dineraria, y el valor de mercado de la prestación, tomando el mayor. Por ejemplo: permuta de un terreno valorado en 50.000 €, por otro valorado en 30.000 € y un pago en metálico de 35.000 €: la base imponible será de 65.000 € (porque se suma 30.000 del valor de la segunda finca a los 35.000 €, y este importe es superior al valor de mercado del otro terreno permutado).

2. Operaciones de diferente naturaleza a precio único en aquellos supuestos en que en una operación y por precio único, se entregan bienes o se prestan servicios de diferente naturaleza, la base imponible correspondiente a cada uno de ellos se determinará en proporción al valor de mercado de dichos bienes o servicios.

3. Autoconsumo de bienes, en los que debe distinguirse:

-Bienes adquiridos a tercero sin sufrir transformación: la base imponible será el valor de adquisición originario.

-Bienes elaborados o transformados por el sujeto pasivo: la base imponible estará formada por el coste, IVA excluido de los bienes y servicios utilizados en su obtención.

-Bienes que han sufrido una alteración en su valor de adquisición: la base imponible estará constituida por el valor de los bienes en el momento en que se efectúe  la entrega.

4. Autoconsumo de servicios. La base imponible estará formada por el coste de la prestación de los servicios, incluida en su caso la amortización de los bienes cedidos.

IV. TIPO.


Los tipos impositivos del IVA vigentes desde el 1 de enero de 1995 son los siguientes: tipo general, 16%; tipo reducido, 7%, y tipo superreducido, 4%.


El tipo aplicable a cada operación es el vigente en el momento del devengo. Esto tiene gran importancia en las operaciones que se prolongan en el tiempo por aplazamiento en el pago, cuando varían los tipos impositivos.


Además de estos tipos impositivos generales, existen otros especiales aplicables a las entregas de bienes realizadas por los sujetos pasivos sometidos al régimen especial del recargo de equivalencia establecido en la ley.


El impuesto se exigirá al tipo de 16%, salvo las excepciones que correspondan a otros tipos. El tipo impositivo reducido del 7%, se aplica las entregas, adquisiciones intracomunitarias o importaciones de ciertos bienes, prestaciones de servicios y ejecuciones de obra establecidos en el artículo 91. 1 de la ley; mientras que el tipo del 4% se aplica a las operaciones previstas en artículo 91.2 (por ejemplo: medicamentos de uso humano; libros, periódicos y revistas que no contengan fundamentalmente publicidad; coches y prótesis para minusválidos; viviendas de protección oficial, etc).

V. DEDUCCIONES. LA REGLA DE PRORRATA.


Las deducciones constituyen un elemento esencial en la mecánica del impuesto. La neutralidad del IVA respecto del consumidor final se tiene mediante el mecanismo repercusión-deducción.

REQUISITOS.


El régimen de las deducciones está regulado en los artículos 92 a 114 de la ley del IVA.

A) REQUISITOS SUBJETIVOS.

Podrán hacer uso del derecho a deducir, los sujetos pasivos que tenga la condición de empresarios o profesionales, conforme a la noción que vimos al examinar este concepto.

B) REQUISITOS OBJETIVOS.

El artículo 92 declara que los sujetos pasivos podrán deducir las cuotas de IVA soportadas en el interior del país como consecuencia de las operaciones que realicen en el citado territorio. Las operaciones cuya realización origina este derecho, son las siguientes:

-Entregas y prestaciones de servicios sujetas y no exentas.

-Prestaciones de servicios exentas por incluirse en la base imponible de las importaciones.

-Las operaciones con exención plena (artículos 21 a 25).

-Operaciones de seguro, capitalización y servicios relativos a ellas, así como diversas operaciones financieras exentas en virtud del artículo 20. 1. 16 y 18, en función del destinatario de las operaciones.

-Operaciones realizadas fuera del territorio de aplicación del impuesto, quería haberse realizado en él, hubiesen originado el derecho a deducción.


Los empresarios o profesionales no podrán deducir las cuotas soportadas o satisfechas por las adquisiciones o importaciones de bienes o servicios, que no se afecten directa y exclusivamente a su actividad empresarial o profesional.


La ley establece unos criterios que determinan la imposibilidad de deducir las cuotas soportadas en la adquisición de determinados bienes (artículo 96), o servicios, como son: las joyas y similares; los alimentos, bebidas y tabaco; los espectáculos y servicios de carácter recreativo, etcétera.

C) REQUISITOS FORMALES.

El requisito formal esencial es la posesión de un documento justificativo, que puede ser la factura original, el documento acreditativo del pago del impuesto a la importación, la factura en el supuesto de inversión de sujeto pasivo, pues recibo original firmado por el titular de la explotación en el pago del recargo de compensación.

D) REQUISITOS TEMPORALES.

El nacimiento del derecho a deducir se produce, por regla general, en el momento en que se devenguen las cuotas deducibles. Se efectuarán en la declaración correspondiente al periodo de liquidación en el cual se soportan las cuotas deducibles o en los sucesivos, siempre que no hubiesen transcurrido más de cuatro años contados desde el nacimiento del referido derecho.

El derecho a la reducción caduca cuando el titular no hubiese ejercitado su derecho en el plazo de cuatro años.

LA REGLA DE PRORRATA.


Como hemos visto anteriormente, la deducción de las cuotas se puede practicar en la medida en que los bienes y servicios se destinen a la realización de operaciones que generen el derecho a la deducción. Sin embargo, esto se complica cuando sujeto realiza tanto operaciones que originan el derecho a la deducción como otras en las que tal derecho no se puede ejercer.


En la ley se regulan dos modalidades de prorrata: la general y la especial:

A) PRORRATA GENERAL.

El sujeto pasivo puede deducirse un porcentaje de las cuotas soportadas, que se determina por el cociente, multiplicado por 100, resultante de dividir:

-Numerador: volumen total de operaciones que generan el derecho a deducción.

-Denominador: volumen total de las operaciones realizadas incrementado por importe de las subvenciones que no deban incluirse en la base imponible.

B) PRORRATA ESPECIAL.

Se aplicará cuando:

-El sujeto pasivo opte por su aplicación en los plazos y forma reglamentarios.

-El montante total de las cuotas deducidas en un año natural por aplicación de la prorrata general exceda en un 20% de la que resultaría por aplicación de la prorrata especial.

Esta regla de prorrata se caracteriza por perseguir la deducción exacta de las cuotas soportadas según el uso que se dé a los bienes y servicios adquiridos o importados. Por eso hay que distinguir:

1. Las cuotas soportadas en las adquisiciones o importaciones de bienes o servicios utilizados exclusivamente en las operaciones que originan el derecho a deducción, se deducirán íntegramente. Ahora bien, si es sujeto pasivo recibe subvenciones que no deban integrarse en la base imponible, las cuotas se deducirán según el porcentaje de prorrata aplicable, conforme a las reglas señaladas anteriormente.

2. No se podrán deducir las cuotas soportadas en las adquisiciones o importaciones de bienes o servicios utilizados exclusivamente en operaciones sin derecho a deducción.

3. Las cuotas soportadas en las adquisiciones o importaciones de bienes o servicios utilizados indistintamente en actividades que originan el derecho a deducción y en otras que no lo originan, se deducirán conforme a la arreglan de prorrata general.

PATRICIA OLIVENCIA CEREZO. Notario.

MARZO 2005
DERECHO FISCAL. TEMA 30.

LA LEY REGULADORA DE LAS HACIENDAS LOCALES. ESTRUCTURA Y CARACTERÍSTICAS. LOS IMPUESTOS MUNICIPALES POTESTATIVOS Y OBLIGATORIOS. EL IMPUESTO SOBRE EL INCREMENTO DEL VALOR DE LOS TERRENOS DE NATURALEZA URBANA: HECHO IMPONIBLE. SUJETO PASIVO. BASE IMPONIBLE Y CUOTA. DEVENGO.

I. LA LEY REGULADORA DE LAS HACIENDAS LOCALES. ESTRUCTURA Y CARACTERÍSTICAS.


La legislación reguladora de esta materia, se encuentra contenida en el RDLeg 2/2004 de 5 de marzo, por el que se aprueba el TR de la ley reguladora de las Haciendas Locales.


Esta ley se aplicará en todo el territorio nacional, sin perjuicio de los regímenes financieros forales del País Vasco y Navarra (Art. 1. 2).


La hacienda de las entidades locales, estará constituida por los siguientes recursos:

-Los ingresos procedentes de su patrimonio y los demás de derecho privado.

-Los tributos propios (tasas, contribuciones especiales e impuestos) y los recargos exigibles sobre los impuestos de las CCAA o de otras entidades locales.

-Las subvenciones.

-Las participaciones en los tributos del Estado y de la CCAA.

-Los percibidos en concepto de precios públicos.

-El producto de las operaciones de crédito.

-El producto de las multas y sanciones en el ámbito de sus competencias.

-Las demás prestaciones de derecho público.

ESTRUCTURA.

-Esta ley consta de un título preliminar, relativo al ámbito de aplicación.

-De seis títulos: el primero, relativo a los recursos de las haciendas locales; en segundo, relativo a los recursos de los municipios; el tercero, sobre los recursos de las provincias; el cuarto, se refiere a los recursos de otras entidades locales (entidades supramunicipales, comarcas); el quinto, sobre los regímenes especiales (Baleares, Canarias, Ceuta y Melilla, Madrid y Barcelona); el sexto se ocupa del presupuesto y gasto público.

-12 disposiciones adicionales, 16 transitorias, y una disposición final única (relativa a la potestad reglamentaria).

Cada uno de los títulos, está dividido en capítulos y éstos a su vez, en secciones y subsecciones.

CARACTERÍSTICAS.


Los tributos que establezcan las entidades locales, respetarán, en todo caso, los siguientes principios (Art. 6):

a) no someter a gravamen bienes, actividades, rendimientos o gastos realizados fuera del territorio de su competencia.

b) no gravar, como tales, negocios, actos o hechos celebrados o realizados fuera de su territorio.

c) no implicar obstáculo alguno para la libre circulación de personas, mercancías, servicios, o capitales.


El artículo 7, prevé la posibilidad de la delegación en las CCAA o en otras entidades locales, de las facultades de gestión, liquidación, inspección, y recaudación.


El Art. 8, establece la obligación de colaboración entre el Estado, las CCAA y las entidades locales, facilitándose toda la información que mutuamente se solicite, comunicándose inmediatamente los hechos con trascendencia para los tributos, actuando de forma coordinada o conjunta para la elaboración de planes de inspección.


Conforme al artículo 11, se aplicará el régimen de infracciones y sanciones regulado en la LGT, con las especificaciones que resulten de esta ley, y las que en su caso, se establezcan en las ordenanzas fiscales al amparo de esta ley.


No todos los entes locales son considerados titulares de todos los tributos propios. Así, podemos diferenciar:

-Las tasas y contribuciones especiales, que son tributos de todos los entes locales.

-Los tributos de determinados entes locales: impuestos (municipios) y recargos sobre impuestos (provincias en el  IAE y las áreas metropolitanas en el impuesto sobre bienes inmuebles).

II. LOS IMPUESTOS MUNICIPALES Y POTESTATIVOS.

Los impuestos locales, a su vez, se pueden clasificar en:

a) impuestos municipales obligatorios, que deben ser exigidos, en todo caso, por los ayuntamientos:

-Impuestos sobre actividades económicas (IAE).

-Impuesto sobre bienes inmuebles (IBI).

-Impuesto sobre vehículos de tracción mecánica (IVTM).

b) impuestos municipales potestativos, cuya exigencia es voluntaria para los ayuntamientos:

-Impuesto sobre construcciones, obras e instalaciones (ICIO).

-Impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana (IIVTNU, tradicionalmente denominado como plusvalía).

III. EL IMPUESTO SOBRE EL INCREMENTO DEL VALOR DE LOS TERRENOS DE NATURALEZA URBANA: HECHO IMPONIBLE.


Es un impuesto municipal directo y de carácter, cuya regulación básica se encuentra recogida en los artículos 104 a 110 del TR. Este impuesto se justifica en la participación que el ayuntamiento a tener  una parte de las plusvalías generadas en los terrenos de naturaleza urbana de propiedad particular, por la actuación urbanística y la realización de obras y servicios públicos de las AAPP.

HECHO IMPONIBLE.


Está constituido por el incremento de valor que experimenten los terrenos de naturaleza urbana a efectos del IBI, que se ponga de manifiesto a consecuencia de la transmisión de la propiedad de los mismos por cualquier título o con ocasión de la constitución o transmisión de cualquier derecho real de goce, limitativo del dominio, sobre aquéllos.


No obstante, el TR contempla los siguientes supuestos de NO SUJECIÓN:

a) el incremento de valor que experimenten los terrenos que tengan la consideración de rústicos a efectos del IBI. En consecuencia, está sujeto el incremento de valor que experimenten los terrenos que deban tener la consideración de urbanos, o los que formen parte de inmuebles de características especiales, con independencia de que estén o no contemplados como tales en el catastro o en el padrón del IBI. Por ejemplo, transmisión de un chalet situado en una urbanización no legalizada, cuyo terreno aún cuenta con la calificación de rústico en el catastro y en el padrón correspondiente. A pesar de su calificación como rústico, estamos ante un supuesto de terreno que a efectos del IBI debe ser calificado como urbano, y por tanto sujeto al impuesto.

b) aportaciones de bienes y derechos realizados por los cónyuges a la sociedad conyugal, adjudicaciones que a su favor y en pago de ellas se verifiquen, y las transmisiones que se hagan a los cónyuges en pago de sus haberes comunes.

c) transmisiones de bienes inmuebles entre los cónyuges o a favor de los hijos, como consecuencia del cumplimiento de sentencias en los casos de nulidad, separación o divorcio, cualquiera que sea su régimen económico matrimonial.

EXENCIONES.


Pueden clasificarse en objetivas y subjetivas.

1. Objetivas. Están exentos los incrementos de valor que se manifiesten a consecuencia de los actos siguientes:

-La constitución y transmisión de cualesquiera derechos de servidumbre.

-Las transmisiones de bienes que se encuentren dentro del perímetro delimitado como conjunto histórico-artístico, o hayan sido declarados individualmente de interés cultural, según lo establecido en la ley 16/1985, del Patrimonio Histórico Español, cuando sus propietarios o titulares de derechos reales acrediten que han realizado a su cargo obras de conservación, mejora o rehabilitación de dichos inmuebles.

2. Subjetivas. Están exentos los correspondientes incrementos de valor, cuando la obligación de satisfacer aquél recaiga sobre las siguientes personas o entidades:

-El Estado, las CCAA y las entidades locales a las que pertenezca el municipio, así como sus organismos autónomos.

-El municipio de la imposición y demás entidades locales integradas, o en las que se integre dicho municipio, así como sus respectivas entidades de derecho público de análogo carácter a los organismos autónomos del Estado.

-Las instituciones benéficas o benéfico-docentes.

-Las entidades gestoras de la SS y las mutualidades de previsión social.

-Las personas o entidades a cuyo favor se haya reconocido la exención en tratados o convenios internacionales.

-Los titulares de concesiones administrativas revertibles respecto de los terrenos afectos a ella.

-La Cruz Roja española.

SUJETO PASIVO.


Es sujeto pasivo del impuesto a título de contribuyente, el que tiene para sí la ganancia que supone el incremento de valor, que es:

a) en las transmisiones de derechos o en la constitución o transmisión de derechos reales de goce limitativos del dominio a título lucrativo: la persona física o jurídica, o la entidad a que se refiere el artículo 35. 4 de la LGT, que adquiera en terreno o a cuyo favor se constituya o transmita el derecho real de que se trate.

b) en las operaciones anteriores realizadas a título oneroso, la persona física o jurídica, o la entidad a que se refiere el artículo 35. 4 de la LGT, que transmita el terreno, o que constituya o transmita el derecho real que se trate. Si el contribuyente es una persona física no residente en España, la persona o entidad que adquiera el terreno o cuyo favor se constituya o transmita el derecho real, tendrá la consideración de sustituto del contribuyente.

BASE IMPONIBLE.


Está constituida por el incremento del valor de los terrenos puesto de manifiesto en el momento del devengo y experimentado a lo largo que un periodo máximo de 20 años, que puede o no coincidir con la situación del mercado, puesto que se determina conforme a un procedimiento y unos baremos establecidos en el TR. Los dos elementos que se han de tener en cuenta para calcular la base imponible son: el valor del terreno y el porcentaje.

Valor del terreno. El valor de terreno en el momento del devengo conforme a la operación realizada será:

a) trasmisiones. El valor de terreno se identifica con el que tenga en esos momentos a efectos del  IBI.

No obstante, cuando el valor fijado a efectos del IBI, no refleje modificaciones de planeamiento aprobadas con posterioridad, se podrá liquidar provisionalmente el impuesto, con arreglo a dicho valor. Posteriormente, cuando ya se haya asignado a los terrenos su valor catastral definitivo, se practicará la liquidación definitiva en función de ese valor, pero referido a la fecha del devengo. Cuando esta fecha no coincida con la de efectividad de los nuevos valores catastrales a efectos del IBI, éstos se corregirán aplicando los coeficientes de actualización que correspondan establecidos en la LPGE, para evitar una sobrevalorización de la base imponible.

b) constitución y transmisión de derechos reales de goce limitativos del dominio. El valor será la parte que a efectos del IBI corresponda, una vez aplicado a éste el porcentaje conforme a las normas del ITPyAJD.

c) constitución o transmisión de derecho a elevar una o más plantas sobre un edificio o terreno, o del derecho de realizar la construcción bajo suelo sin implicar la existencia de un derecho real de superficie: el valor será la parte ha efectos del IBI que represente, respecto del mismo el módulo de proporcionalidad fijado en la escritura de transmisión o, en su defecto, el que resulte de establecer la proporción entre la superficie o volumen de las plantas a construir en vuelo o subsuelo y la total superficie o volumen edificados una vez construidas aquéllas.

d) expropiaciones forzosas. El valor será la parte del justiprecio que corresponda al valor de terreno, salvo que su valor a efectos del IBI fuese inferior, en cuyo caso prevalecerá este último sobre el justiprecio.

Porcentaje. Se determinará por cada ayuntamiento, sin que pueda exceder de los límites máximos señalados en la ley. Estos porcentajes anuales máximos podrán ser modificados por la LPGE.

El porcentaje se obtendrá de multiplicar el porcentaje anual aplicable a cada caso concreto, por el número de años a lo largo de los cuales se haya puesto de manifiesto el incremento del valor. Para determinar el porcentaje anual aplicable a cada operación concreta, y el número de años por los que se ha de multiplicar ese porcentaje anual, sólo se considerarán los años completos que integren el periodo de puesta de manifiesto del incremento de valor, sin que tales efectos puedan considerarse las fracciones de años de dicho periodo.

CUOTA.


Será el resultado de aplicar a la base imponible los tipos correspondientes de la escala de gravamen, la cual será fijada por el ayuntamiento, sin que el tipo impositivo pueda exceder del 30%. Dentro del límite señalado, los ayuntamientos podrán fijar un solo tipo de gravamen, o uno para cada uno de los periodos de generación de incremento de valor indicados en el cuadro de porcentajes anuales a aplicar sobre el valor de terreno ha efectos del IBI, a fin de obtener la base imponible del impuesto.

-Periodo de 1 hasta cinco años: máximo anual, 3,7%.

-Periodo de hasta 10 años: máximo de 3,5%.

-Periodo de hasta 15 años: máximo de 3,2%.

-Periodo de hasta 20 años: máximo de 3%.

BONIFICACIONES.


La cuota tributaria así obtenida, podrá ser objeto de bonificación:

a) las ordenanzas fiscales podrán regular una bonificación de hasta el 95%, cuando se trate de operaciones realizadas a título lucrativo por causa de muerte a favor de los descendientes o adoptados, los cónyuges, los ascendientes y adoptantes.

b) bonificación de un 50% aplicable a las transmisiones efectuadas en Ceuta y Melilla.

DEVENGO.

a) si se trata de una transmisión de la propiedad onerosa o gratuita, intervivos o mortis causa, en la fecha de la transmisión.

b) si se constituye o transmite cualquier derecho real de goce limitativo del dominio, en la fecha en que tenga lugar la constitución o transmisión.

Los sujetos pasivos estarán obligados a presentar la correspondiente declaración que determine la ordenanza respectiva, conteniendo los elementos de la relación tributaria imprescindibles para practicar la liquidación procedente, y acompañada del documento en el que consten los actos o contratos que originan la imposición, en los siguientes plazos, a contar desde la fecha en que se produzca el devengo del impuesto:

a) actos intervivos, el plazo será de 30 días hábiles.

b) actos mortis causa, el plazo será de seis meses prorrogables hasta un año, a solicitud del sujeto pasivo.

Los ayuntamientos están facultados para establecer el sistema de autoliquidación, excepto en aquellos supuestos en que en el momento del devengo los terrenos, aún siendo de naturaleza urbana o integrados en un bien inmueble de características especiales, no tengan fijado valor catastral.
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EL IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES: NATURALEZA Y HECHO IMPONIBLE. EXENCIONES. SUJETOS PASIVOS. BASE IMPONIBLE. CUOTA, DEVENGO Y PERÍODO IMPOSITIVO. EL IMPUESTO SOBRE ACTIVIDADES ECONÓMICAS: NATURALEZA Y HECHO IMPONIBLE. EXENCIONES. SUJETOS PASIVOS. CUOTA TRIBUTARIA. PERIODO IMPOSITIVO Y DEVENGO.

I. EL IBI: NATURALEZA Y HECHO IMPONIBLE.


El IBI es un tributo directo de carácter real, de titularidad municipal y exacción obligatoria que grava el valor de los bienes inmuebles en los términos establecidos en los artículos 60 a 77 del TRLRHL.

HECHO IMPONIBLE.


El hecho imponible está constituido por la titularidad sobre los bienes inmuebles urbanos, rústicos y de características especiales de alguno de los siguientes derechos:

a) de una concesión administrativa sobre los propios inmuebles o sobre servicios públicos a que se hallen afectos.

b) de un derecho real de superficie.

c) de un derecho real de usufructo.

d) del derecho de propiedad.

En el supuesto de que concurriesen los derechos enumerados anteriormente, el hecho imponible quedaría delimitado únicamente por uno de ellos, atendiendo a su orden de enumeración. Por ejemplo, si sobre un bien inmueble concurriesen el superficiario y el usufructuario, quedaría sometido a tributación solamente el superficiario. Si concurriesen el usufructuario y el propietario, el titular gravado por el IBI sería el usufructuario.


El TR recoge los siguientes supuestos de NO SUJECIÓN:

a) las carreteras, los caminos, las demás vías terrestres y los bienes de dominio público marítimo-terrestre e hidráulico, siempre que sean de aprovechamiento público y gratuito.

b) los siguientes bienes inmuebles propiedad de los municipios en que estén enclavados:

-Los de dominio público, afectos al uso público o a un servicio público gestionado directamente por el ayuntamiento, excepto cuando se trate de inmuebles cedidos a terceros mediante contraprestación.

-Los bienes patrimoniales, exceptuados igualmente los cedidos a terceros mediante contraprestación.

II. EXENCIONES.


Del contenido del TR, se puede deducir que existen tres clases de exenciones: las que se conceden de oficio; las rogadas, que requieren para su concesión la previa solicitud del interesado; y las potestativos, que exigen una ordenanza que las establezca y regule.

EXENCIONES DE OFICIO.

a) los inmuebles que sean propiedad del Estado, de las CCAA o de las entidades locales que estén directamente afectos a la seguridad ciudadana y a los servicios educativos y penitenciarios, así como los del Estado afectos a la defensa nacional.

b) los bienes comunales y los montes vecinales en mano común.

c) los inmuebles de la Iglesia Católica, y los de las asociaciones  confesionales no católicas legalmente reconocidas.

d) los inmuebles de la Cruz Roja española.

e) los inmuebles a los que sean de aplicación la exención en virtud de convenios internacionales en vigor y, a condición de reciprocidad, los de los Gobiernos extranjeros destinados a su representación diplomática, consular, o a sus organismos oficiales.

f) la superficie de los montes poblados con especies de crecimiento lento reglamentariamente determinadas, cuyo principal aprovechamiento será la madera o el corcho, siempre que la densidad del arbolado sea la propia o normal de la especie de que se trate.

g) los terrenos ocupados por las líneas de ferrocarriles y los edificios enclavados en ellos que estén dedicados a estaciones, almacenes u o cualquier otro servicio indispensable para la explotación de dichas líneas.

EXENCIONES ROGADAS.

a) los bienes inmuebles que se destinen a la enseñanza por centros docentes acogidos, total o parcialmente, al régimen de concierto educativo, en cuanto a la superficie afectada a la enseñanza concertada.

b) los declarados expresa e individualizadamente monumento o jardín histórico de interés cultural, y estén registrados como integrantes del Patrimonio Histórico Español. Esta exención alcanzará exclusivamente a los bienes urbanos que reúnan una serie de condiciones.

c) la superficie de los montes en que se realicen repoblaciones forestales o regeneración de masas arboladas sujetas a proyectos de ordenación o planes técnicos aprobados por la Administración forestal. Esta exención tendrá una duración de 15 años, contados a partir del periodo impositivo siguiente a aquel en que se realice su solicitud.

EXENCIONES POTESTATIVOS.

Las ordenanzas fiscales podrán regular una exención a favor de los bienes de que sean titulares los centros sanitarios de titularidad pública, siempre que estén directamente afectados al cumplimiento de los fines específicos de los referidos centros. Además, los ayuntamientos podrán establecer, en razón de criterios de eficacia y economía en la gestión recaudatoria del tributo, la exención de los inmuebles rústicos y urbanos cuya cuota líquida no supe la cuantía que se determine mediante ordenanza fiscal.

III. SUJETOS PASIVOS.


Los sujetos pasivos, a título de contribuyentes, son las personas naturales y jurídicas y las entidades sin personalidad jurídica a que se refiere el artículo 35. 4 LGT, que ostenten la titularidad del derecho que, en cada caso, sea constitutivo del hecho imponible del IBI. El sujeto pasivo podrá repercutir la cuota tributaria soportada conforme a las normas de derecho común.


Existe una norma especial en relación con los inmuebles explotados en régimen de concesión, cuando concurran varios concesionarios sobre un mismo inmueble de características especiales, consistente en que será sustituto del contribuyente, el que deba satisfacer el mayor canon, sin perjuicio de la facultad de sujeto pasivo de repercutir la carga tributaria soportada, conforme a las normas de derecho común a los demás concesionarios, reclamándoles la parte de la cuota líquida que les corresponda en proporción a los cánones que deba satisfacer cada uno de ellos.


Los bienes inmuebles objeto de dichos derechos, quedarán afectos al pago de la totalidad de la cuota tributaria, en régimen de responsabilidad subsidiaria, en los términos previstos en la LGT, en los supuestos de cambio, por cualquier causa, en la titularidad de los derechos que constituyen el hecho imponible del impuesto.


Los copartícipes o cotitulares de las entidades sin personalidad jurídica, responden solidariamente de la cuota del IBI, y en proporción a sus respectivas participaciones.

IV. BASE IMPONIBLE.


La base imponible estará constituida por el valor catastral de los bienes inmuebles, que se determinará, notificará, y será susceptible de impugnación conforme a lo dispuesto en las normas reguladoras del catastro inmobiliario.


El valor catastral estará integrado por el valor catastral del suelo y el valor catastral de las construcciones. El valor catastral no podrá superar el valor de mercado, a cuyo efecto se fijará mediante orden ministerial, un coeficiente de referencia al mercado, para los bienes de una misma clase. Este coeficiente aplicable a todas las valoraciones de bienes inmuebles urbanos y de características especiales, está establecido en un 0,5. En los bienes inmuebles con precio de venta limitado administrativamente, el valor catastral no podrá en ningún caso superar dicho precio.


El valor catastral de los bienes inmuebles urbanos y rústicos, se determinará mediante el procedimiento de valoración colectiva o de forma individualizada. El colectivo, puede ser, a su vez de carácter general parcial o simplificado. El procedimiento de valoración individual se utiliza cuando sea necesaria la determinación individualizada del valor catastral de inmueble afectado, de acuerdo con sus nuevas características. 


La valoración de los bienes de características especiales, se determinará mediante un procedimiento que se iniciará con la aprobación de la correspondiente ponencia especial.


Las LPGE podrán actualizar los valores catastrales por aplicación de coeficientes, y fijar coeficientes de actualización por grupos de municipios, que se determinarán en función de su dinámica inmobiliaria, de acuerdo con la clasificación de los mismos que se establezca reglamentariamente.

V. CUOTA, DEVENGO Y PERIODO IMPOSITIVO.


La BASE LIQUIDABLE, será el resultado de practicar, de oficio, en la base imponible una reducción que responde a las siguientes características:

a) es aplicable a aquellos bienes inmuebles rústicos y urbanos que reúnan las circunstancias establecidas en la ley.

 b) la reducción se aplicará durante un periodo de nueve años a contar desde la entrada en vigor de los nuevos valores catastrales con carácter general.

c) el coeficiente reductora tendrá el valor de 0,9 el primer año de su aplicación e irá disminuyendo en 0,1 hasta su desaparición.


La CUOTA INTEGRA, será el resultado de aplicar a la base liquidable el tipo de gravamen:

a) bienes inmuebles urbanos y rústicos: en los urbanos, se aplica un mínimo de 0,4% y un máximo de 1,10%; en los rústicos, un mínimo de 0,3% y un máximo de 0,90%.

Los ayuntamientos podrán incrementar los tipos señalados anteriormente con los puntos porcentuales, que para cada caso se indican, cuando concurra alguna de las circunstancias que se contemplan en el TR.

En los municipios en los que entren en vigor nuevos valores catastrales, resultantes de procedimientos de valoración colectiva de carácter general, los ayuntamientos podrán establecer, durante un periodo máximo de seis años, tipos de gravamen reducidos, que no podrán ser inferiores a 0,1% para los bienes inmuebles urbanos, ni a 0,075% para los rústicos.

b) bienes inmuebles de características especiales: el tipo aplicable será el 0,6%. Los ayuntamientos podrán establecer, para cada grupo de los mismos existentes en el municipio, un tipo diferenciado que, en ningún caso, será inferior al 0,4% ni superior al 1,3%.


La CUOTA LÍQUIDA, se obtendrá minorando la cuota integra en el importe de una serie de bonificaciones, que pueden clasificarse en obligatorias y potestativas.


El impuesto se DEVENGARÁ, el primer día de periodo impositivo, coincidiendo éste con el año natural. Los hechos, actos y negocios que deben ser objeto de declaración o comunicación ante el catastro inmobiliario, tendrán efectividad en el devengo de este impuesto inmediatamente posterior al momento en que produzcan efectos catastrales.

VI. EL IAE: NATURALEZA Y HECHO IMPONIBLE.


Es un tributo directo de carácter real y obligatorio, cuya regulación básica se encuentra recogida en los artículo 78 a 91 del TRLRHL.

HECHO IMPONIBLE.


Está constituido por el mero ejercicio en territorio nacional, de actividades empresariales, profesionales o artísticas, se ejerzan o no el local determinado y se hallen o no especificadas en las tarifas del impuesto. Así, es irrelevante la habitualidad o no en el ejercicio de la actividad, y la existencia o no de ánimo de lucro o incluso de beneficio.


Una actividad se ejerce con carácter empresarial, profesional o artístico, cuando suponga la ordenación por cuenta propia de medios de producción y de recursos humanos, o de uno de ambos, con la finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes o servicios.

El TR enumera los siguientes supuestos de NO SUJECIÓN:

a) la enajenación de bienes integrados en el activo fijo de las empresas que hubiesen figurado debidamente inventariados como tal inmovilizado con más de dos años de antelación a la fecha de trasmitirse.

b) la venta de bienes de uso particular y privado del vendedor, siempre que los hubiese usado durante igual periodo de tiempo.

c) la venta de los productos que se reciben en pago de trabajos personales o servicios profesionales.

d) la exposición de artículos con el fin exclusivo de decoración o adorno del establecimiento.

e) la realización de un solo acto u operación aislada de venta al por menor.

VII. EXENCIONES.

a) el Estado, las CCAA y las entidades locales, así como sus respectivos organismos autónomos.

b) los sujetos pasivos que inicien el ejercicio de su actividad en territorio español, durante los dos primeros períodos impositivos de este impuesto en que se desarrolle aquélla. A estos efectos, no se considerará que se ha producido el inicio del ejercicio de una actividad cuando se hayan desarrollado anteriormente bajo otra titularidad, circunstancia que se entenderá que concurre, entre otros supuestos, en los casos de fusión, escisión o de aportación de ramas de actividad.

c) los siguientes sujetos pasivos:

-Las personas físicas.

-Los sujetos pasivos del impuesto de sociedades, las sociedades civiles y las entidades del artículo 35.4 de la LGT que tengan un importe neto de la cifra de negocios inferior a un millón de euros.

-En cuanto a los contribuyentes por el impuesto de la renta de los no residentes, la exención sólo alcanzará a los que operen en España mediante establecimiento permanente, siempre que tengan un importe neto de la cifra de negocios inferior a un millón de euros.

d) los sujetos pasivos a los que les sea de aplicación la exención en virtud de tratados o convenios internacionales.

e) las entidades gestoras de la SS y las mutualidades de previsión social.

f) los organismos públicos de investigación.

g) los establecimientos de enseñanza en todos sus grados, costeados íntegramente con fondos del Estado, de las CCAA, o de las entidades locales, o por fundaciones declaradas benéficas o de utilidad pública y los que, careciendo de ánimo de lucro, estuvieren en régimen de concierto educativo.

h) las asociaciones y fundaciones de disminuidos físicos, psíquicos y sensoriales sin ánimo de lucro, por las actividades de carácter pedagógico, científico, asistenciales y de empleo que, para la enseñanza, educación, rehabilitación y tutela de minusválidos realicen.

i) la Cruz Roja española.

VIII. SUJETOS PASIVOS.


Son las personas físicas o jurídicas y las entidades a que se refiere el artículo 35. 4 LGT, siempre que realicen en territorio nacional cualquiera de las actividades que originen el hecho imponible.

IX. CUOTA TRIBUTARIA.


La cuota tributaria será la resultantes de aplicar la cuota de tarifa, el coeficiente de ponderación, el coeficiente municipal de situación (si procede), y recargo provincial en los supuestos en que así se haya establecido legalmente.


Las BONIFICACIONES aplicables a la cuota, se clasifican en obligatorias (que son aquellas que se aplican prescindiendo de la voluntad municipal), y potestativas (que sólo son aplicables si el ayuntamiento las establece mediante la aprobación de la correspondiente ordenanza municipal).

X. PERIODO IMPOSITIVO Y DEVENGO.


El PERIODO IMPOSITIVO, coincide con el año natural, excepto cuando se trate de declaraciones de alta, en cuyo caso abarcará desde la fecha de comienzo de la actividad hasta final del año natural, y su DEVENGO, se produce el primer día del periodo impositivo. Con carácter general, las cuotas serán irreductibles. Sin embargo, son prorrateables en dos supuestos:

a) declaración de alta. Cuando el día de comienzo de la actividad no coincida con el año natural, las cuotas se calcularán proporcionalmente al número de trimestres naturales que restan para finalizar el año, incluido el del comienzo del ejercicio de la actividad.

b) baja por cese de la actividad. Las cuotas serán prorrateables por trimestres naturales, excluido aquel en el que se produzca cese. A tal fin, los sujetos pasivos podrán solicitar la devolución de la parte de la cuota correspondiente a los trimestres naturales en los que no se hubiese ejercido la actividad. Por ejemplo, si una empresa inicia su actividad el 2 de mayo de 2004 y cesa el 13 de enero de 2005, en el año 2004 deberá soportar el impuesto correspondiente a los últimos tres trimestres del ejercicio y en 2005 el correspondiente al primer trimestre, aunque no haya ejercido la actividad durante todo trimestre completo.
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DERECHO FISCAL. TEMA 32.

BASES FUNDAMENTALES DEL PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIONES ECONÓMICO-ADMINISTRATIVAS. TRIBUNALES COMPETENTES EN PRIMERA Y SEGUNDA INSTANCIA. DEVOLUCIÓN DE INGRESOS INDEBIDOS POR ERROR DE HECHO O DUPLICIDAD DE PAGO. CONDONACIÓN DE MULTAS.

I. BASES FUNDAMENTALES DEL PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIONES ECONÓMICO-ADMINISTRATIVAS.


La LGT dedica el título V, artículos 213 a 249, a la revisión de actos en vía administrativa, distinguiendo:

a) los procedimientos especiales de revisión.

b) el recurso de reposición.

c) las reclamaciones económico-administrativas.

a) los procedimientos especiales de revisión.

Tienen por objeto:

-La declaración de nulidad de pleno derecho de los actos dictados en materia tributaria, así como de las resoluciones de los órganos económico-administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo. Corresponde al Ministro de Economía y Hacienda, de oficio o instancia de parte,  previo informe favorable del Consejo de Estado.

-Declaración de lesividad de actos anulables, por ser perjudiciales para el interés público, en la medida en que los mismos incurran en infracción del ordenamiento jurídico, para posteriormente proceder a su impugnación en vía contencioso administrativa. La competencia para declarar la lesividad corresponde al ministro, y el plazo para adoptar dicha declaración será de cuatro años desde la notificación del acto que se pretende declarar lesivo.

-La revocación, tiene por objeto la anulación de actos desfavorables para los administrados en los que se dé cualquiera de las siguientes circunstancias: cuando se estime que infringen manifiestamente la ley, cuando circunstancias sobrevenidas pongan de manifiesto la improcedencia del acto  dictado, cuando en la tramitación del procedimiento se haya producido indefensión a los interesados.

Se iniciará siempre de oficio, y será competente para declararla el órgano que se determine reglamentariamente, que deberá ser distinto del órgano que dictó el acto.

-Rectificación de errores: el órgano u organismo que dictó el acto una resolución de la reclamación, puede corregir los errores materiales, de hecho o los aritméticos. La resolución que se dicte podrá ser objeto de recurso de reposición o reclamación económico-administrativa.

b) el recurso de reposición.

Se caracteriza por lo siguiente:

-Es previo a la reclamación económico-administrativa.

-Se trata de un recurso potestativo.

-El plazo de interposición será de un mes a contar desde el día siguiente a la notificación expresa o presunta del acto que se recurre.

-Estarán legitimados para interponerlo, las mismas personas que se establecen como legitimadas para interponer la reclamación económico-administrativa.

-La interposición de recurso, no implica la suspensión automática de la ejecución del acto impugnado, salvo que se garantice el importe del acto, los intereses de demora que genere la suspensión y los recargos que fueran exigibles al tiempo de solicitarse la suspensión.

-El recurso se realizara por escrito, contendrá alegaciones y será competente para conocer y resolver el recurso de reposición, el órgano que dictó el acto recurrido.

-El plazo máximo para notificar la resolución, será de un mes contado desde el día siguiente al de la presentación de recurso, transcurrido el cual sin resolución expresa, se generarán los siguientes efectos: el interesado podrá considerar desestimado que recurso, al objeto de interponer la reclamación económico-administrativa procedente; siempre que se haya acordado la suspensión del acto recurrido, dejará de devengarse el interés de demora.

c) las reclamaciones económico-administrativas.

Funciona como un presupuesto necesario del recurso ante la jurisdicción contencioso-administrativa.

1. Actos reclamables. Podemos destacar:

-La aplicación de los tributos y la imposición de sanciones tributarias.

-Las liquidaciones provisionales o definitivas.

-Las resoluciones expresas o presuntas derivadas de una solicitud de rectificación, de una autoliquidación o de una comunicación de datos.

-Las comprobaciones de valor.

-Los actos dictados en el procedimiento de recaudación.

-Los actos en pongan sanciones.

2. Órganos ante los que se interpone las reclamaciones.

Serán competentes los órganos económico-administrativos, que en el Estado son: el TEAC (con sede en Madrid); los TEA Regionales (con sede en cada una de las capitales de las CCAA) y Locales (con sede en Ceuta y Melilla). También tendrá la consideración de órgano económico-administrativo, la Sala Especial para la Unificación de la Doctrina, la cual tiene por objeto resolver el recurso extraordinario para la unificación de doctrina.

3. Legitimados para interponer las reclamaciones.

-Los obligados tributarios y los sujetos infractores.

-Cualquier otra persona cuyos intereses legítimos resulten afectados por el acto o la actuación tributaria.

4. Procedimiento.

Se caracteriza por lo siguiente:

a) se tramitará en única o primera instancia, o a través del procedimiento abreviado ante órganos unipersonales.

b) se trata de un procedimiento gratuito, si bien cabe la posibilidad de condena en costas cuando se aprecie temeridad o mala fe en el reclamante, y en el que no es necesaria la intervención de abogado ni de procurador.

Iniciación: se iniciará por escrito interpuesto por el interesado en el plazo máximo de un mes, a contar desde el siguiente a la notificación del acto que se recurre, bien sea por resolución expresa, bien sea como consecuencia de silencio administrativo.

El recurso de interposición se deberá presentar en todo caso, ante el órgano que dictó el acto que se recurre.

Tramitación: una vez que el tribunal competente para resolver reciba la totalidad del expediente, procederá a ponerlo de manifiesto al interesado a fin de que éste, en el plazo máximo de un mes, presente escrito de alegaciones. El interesado podrá instar la práctica de pruebas testificales, periciales o declarativas, no pudiendo el tribunal denegar aquellas relativas a hechos relevantes.

Terminación: el procedimiento podrá finalizar por renuncia al derecho en que la reclamación se funde, por desistimiento de la petición o instancia, por caducidad de ésta, por satisfacción extraprocesal y mediante resolución. Cuando se finalice por cualquiera de las causas señaladas, distintas de la resolución, el tribunal deberá motivar el archivo de las actuaciones, pudiendo realizarlo órganos unipersonales.

Si el procedimiento finalizase por resolución, deberá tenerse en cuenta que las resoluciones dictadas deberán decidir todas las cuestiones que se susciten en el expediente, haya sido o no planteadas por los interesados, sin que en ningún caso pueda empeorarse la situación inicial de reclamante.

La resolución que se dicte puede ser estimatoria, desestimatoria o de declaración de inadmisibilidad.

El plazo de duración del procedimiento, en cualquiera de sus instancias, será de un año desde la interposición de la reclamación, transcurrido el cual podrá entenderse desestimada la reclamación al objeto de interponer el recurso que proceda. Asimismo, el incumplimiento del plazo de un año antes citado, provocará que dejen de exigirse intereses de demora a partir del cumplimiento del citado plazo, si se hubiese acordado la suspensión en la ejecución del acto.

Procedimiento abreviado ante órganos unipersonales: la principal novedad que introduce la ley 58/2003 en materia de reclamaciones económico-administrativas, es la creación de procedimiento abreviado ante órganos unipersonales, cuya entrada en vigor tendrá lugar el 1 de julio de 2005.

Este procedimiento resulta aplicable a las siguientes reclamaciones:

-aquellas que serán de cuantía inferior a la que reglamentariamente se determine.

-Cuando se alegue exclusivamente la inconstitucionalidad o ilegalidad de normas.

-Cuando se alegue exclusivamente falta o defecto de notificación.

-Cuando se alegue exclusivamente insuficiencia de motivación o incongruencia del acto impugnado.

-Cuando se aleguen exclusivamente cuestiones relacionadas con la comprobación de valores.

Las notas que caracterizan este procedimiento son las siguientes:

-Se trata de un procedimiento en única distancia.

-El escrito de interposición deberá contener alegaciones y propuesta de pruebas.

-La reclamación se resolverá por un órgano unipersonal, pudiéndose celebrar vista oral.

-El plazo para notificar la resolución que se dicte será de seis meses, transcurrido el cual podrá entenderse desestimada, dejándose de devengar el interés de demora siempre que se haya acordado la suspensión del acto reclamado.

-Contra la resolución se dicte no cabe recurso de alzada ordinario, a diferencia de las reclamaciones económico-administrativas.

RECURSOS EN VÍA ECONÓMICO-ADMINISTRATIVA.

-Recurso de alzada ordinario.

-Recurso extraordinario de alzada para unificación de criterio.

-Recurso extraordinario para la unificación de doctrina.

-Recurso extraordinario de revisión.

II. TRIBUNALES COMPETENTES EN PRIMERA Y SEGUNDA INSTANCIA.

A) TRIBUNAL ECONÓMICO-ADMINISTRATIVO CENTRAL.

Sus competencias son las siguientes:

a) en única instancia, se ocupan de las reclamaciones económico-administrativas que se interpongan contra los actos administrativos dictados por los órganos centrales del Ministerio de Economía y Hacienda u otros departamentos ministeriales, de la AEAT, así como contra los actos dictados por los órganos superiores de la Administración de las CCAA.

b) en única instancia, de las reclamaciones económico-administrativas que se interpongan contra los actos administrativos dictados por los órganos periféricos de la Administración general, de la AEAT, o por los órganos de las CCAA no comprendidos en el párrafo anterior, así como contra las actuaciones de los particulares susceptibles de reclamación, cuando, aun pudiendo presentarse  la reclamación en primera instancia ante el Tribunal Económico-Administrativo Regional o Local correspondiente, se interponga directamente ante el TEAC.

c) en segunda instancia, de los recursos de alzada ordinarios que se interpongan contra las resoluciones dictadas en primera instancia por los TEA Regionales y Locales.

d) de los recursos extraordinarios de revisión  y de alzada para la unificación de criterio.

e) de la rectificación de errores en los que incurran sus propias resoluciones.

B) TRIBUNALES ECONÓMICO-ADMINISTRATIVOS REGIONALES Y LOCALES.

a) en única instancia, conocerán de las reclamaciones que se interpongan contra los actos administrativos dictados por los órganos periféricos de la Administración General del Estado, de la AEAT y por los órganos de la Administración de las CCAA no comprendidos en el párrafo a) del apartado anterior, cuando la cuantía de la reclamación sea igual o inferior a 150.000 €.

b) en primera instancia, de las reclamaciones que se interpongan contra los actos administrativos dictados por los órganos mencionados en el párrafo a) de este apartado, cuando la cuantía de la reclamación sea superior a 150.000€.

c) de la rectificación de errores en que incurran sus propias resoluciones.

III. DEVOLUCIÓN DE INGRESOS INDEBIDOS POR ERROR DE HECHO O DUPLICIDAD DE PAGO.


El obligado tributario tendrá derecho a la devolución de los ingresos que indebidamente haya efectuado a la Hacienda pública:

a) cuando se haya producido una duplicidad en el pago de deudas tributarias o sanciones.

b) cuando la cantidad pagada haya sido superior al importe a ingresar resultante de un acto administrativo o de una autoliquidación.

c) cuando se hayan ingresado cantidades correspondientes a deudas o sanciones tributarias después de haber transcurrido los plazos de prescripción.

d) cuando así lo establezca la normativa tributaria.

Se trata de un procedimiento que podrá iniciarse de oficio o instancia del interesado. Con la devolución de ingresos indebidos, la Administración tributaria abonará el interés de demora sin necesidad de que el obligado tributario lo solicite. A estos efectos, el interés de demora se devengará a desde la fecha en que se hubiese realizado el ingreso indebido, hasta la fecha en que se ordene el pago de la devolución.

IV. CONDONACIÓN DE MULTAS.


En líneas generales, este modo de extinción de las obligaciones está reñido con el principio, básico en nuestra materia, de la indisponibilidad por parte de la Administración de los créditos tributarios de que es acreedora. Sin embargo, en casos excepcionales, la necesidad de condonar la deuda tributaria puede venir impuesto por exigencias insoslayables de justicia.

Estos dos principios se conjugan en la relación del artículo 75 LGT, según la cual las deudas tributarias sólo podrán condonarse en virtud de ley, en la cuantía y con los requisitos que la misma se determinen.
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EL PROCEDIMIENTO DE APREMIO EN LA RECAUDACIÓN DE IMPUESTOS. TRÁMITES: EXAMEN ESPECIAL DE LA ANOTACIÓN PREVENTIVA Y DE LA ENAJENACIÓN DE BIENES.

I. EL PROCEDIMIENTO DE APREMIO EN LA RECAUDACIÓN DE IMPUESTOS.


El procedimiento de recaudación tiene por objeto cobrar las deudas tributarias que han sido liquidadas previamente por la Administración o aquellas deudas que han sido autoliquidadas por el obligado tributario sin realizar el ingreso de las mismas.


En este sentido, el artículo 160 LGT establece que la recaudación tributaria consiste en el ejercicio de las funciones administrativas conducentes al cobro de las deudas tributarias. La recaudación de las deudas tributarias podrá realizarse:

a) en período voluntario, mediante el pago o cumplimiento del obligado tributario en los plazos del artículo 62 LGT.

b) en período ejecutivo, mediante el pago o cumplimiento espontáneo del obligado tributario o, en su defecto, a través del procedimiento administrativo de apremio.


El período ejecutivo se inicia de forma automática, el día siguiente en que finalice el período voluntario de pago. El artículo 161 LGT concreta el momento en que se inicia el período ejecutivo, distinguiendo según cuál será el origen de la deuda tributaria:

a) deudas liquidadas por la Administración tributaria: al día siguiente del vencimiento del plazo establecido en el artículo 62. 2 LGT.

b) deudas derivadas de una autoliquidación presentada sin realizar el ingreso:

-Autoliquidación presentada en el plazo establecido por la normativa del tributo: al día siguiente de finalizar dicho plazo.

-Autoliquidación presentada al concluir el plazo anterior: al día siguiente de la presentación de la autoliquidación.

EL PROCEDIMIENTO DE APREMIO.


Podemos definirlo, como aquel procedimiento de ejecución forzosa a través del cual una entidad pública, con apoyo del título ejecutivo dictado por ella misma, procede a la realización efectiva de su crédito de Derecho público mediante la ejecución individualizada sobre patrimonio del deudor.

Características del procedimiento:

a) Es un procedimiento exclusivamente administrativo. La competencia para entender del mismo y resolver todas sus incidencias corresponde únicamente a la Administración tributaria.

b) el procedimiento de apremio no se acumulará a los judiciales ni a otros procedimientos de ejecución. Caso de concurrencia con otros de ejecución, se establecen las siguientes reglas de preferencia en la ejecución de los bienes trabados:

-Concurrencia con procedimientos singulares de ejecución: será preferente el embargo más antiguo. A estos efectos, lo relevante será la fecha de diligencia del embargo.

-Concurrencia con procedimientos concursales o universales de ejecución: el procedimiento de apremio será preferente para la ejecución de los bienes o derechos embargados en el mismo, siempre que la providencia de apremio se hubiese dictado con anterioridad a la fecha de la declaración del concurso. En esta materia habrá que remitirse a lo dispuesto en la ley concursal.

c) Inicio e impulso de oficio en todos sus trámites.

d) Este procedimiento sólo se suspenderá en los supuestos previstos en el artículo 165 LGT:

-En los casos previstos en la normativa de los recursos y reclamaciones económico-administrativas y demás previstos en la normativa tributaria (básicamente, artículos 224 y 233 LGT).

-Cuando el interesado demuestre que se ha producido en su perjuicio error material, aritmético o de hecho en la determinación de la deuda, o que ésta se ha extinguido (por ingreso, condonación, compensación o prescripción o), ha sido aplazada o está suspendida. La suspensión se producirá sin necesidad de prestar garantía.

-Tercerías. Un tercero pretende el levantamiento del embargo, por entender que le pertenece el dominio o tiene derecho a ser reintegrado de su crédito con preferencia a la Hacienda pública. Deberá plantear una reclamación de tercería ante el órgano competente: esta reclamación sólo suspenderá el procedimiento, cuando se trate de una tercería de dominio. En la tercería de mejor derecho, el procedimiento seguirá hasta la realización de los bienes, consignándose el importe obtenido, a resultas de la resolución.

II. TRÁMITES: EXAMEN ESPECIAL DE LA ANOTACIÓN PREVENTIVA Y DE LA ENAJENACIÓN DE BIENES.


El procedimiento de apremio se inicia mediante la notificación al obligado tributario de la providencia de apremio en la que se identifica la deuda pendiente, se liquidan los recargos del período ejecutivo y se requiere para que efectúe el pago.


La providencia de apremio que dicta la Administración, se considera título suficiente para iniciar el procedimiento y tiene la misma fuerza ejecutiva que una sentencia judicial para proceder contra patrimonio del obligado tributario.


Iniciado el procedimiento, se contemplan los siguientes efectos:

a) la Administración tributaria podrá ejercer sus potestades ejecutivas para el cobro de la deuda pendiente, básicamente mediante la ejecución de las garantías y la práctica de embargos. Estas potestades no pueden ejercitarse inmediatamente tras la notificación de la providencia de apremio, sino que deberá transcurrir el plazo a que se refiere el artículo 62.5 LGT, sin que el obligado tributario realice el pago de la deuda pendiente.

b) plazo de ingreso: tras la notificación de la providencia, el obligado tributario tendrá otro plazo de ingreso, contemplado en el artículo 62. 5. Es obvio que, también podrá realizar el ingreso antes de la notificación o después de finalizar el plazo del artículo 62. 5.

Motivos de oposición a la providencia de apremio.

El artículo 167. 3, establece los motivos tasados:

a) Extinción total de la deuda o prescripción de derecho a exigir el pago.

b) Solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en período voluntario y otras causas de suspensión.

c) Falta de notificación de la liquidación.

d) Anulación de la liquidación.

e) Error u omisión en el contenido de la providencia de apremio que impida la identificación del deudor o de la deuda apremiada.

Ejecución de garantías (artículo 168).

Una vez notificada la providencia de apremio, el obligado tributario podrá realizar el pago en el plazo del artículo 62. 5. Finalizado este plazo, la administración podrá proceder contra el patrimonio del obligado al pago. No obstante, si la deuda estuviese garantizada se procederá, en primer lugar, a ejecutar la garantía (antes de embargar) a través del procedimiento de apremio. Se prevén dos supuestos en los que la Administración podrá embargar y enajenar bienes y derechos aunque existan garantías constituidas:

a) cuando la garantía no sea proporcionada a la deuda garantizada.

b) cuando lo obligaron los solicite, señalando bienes suficientes al efecto.

El embargo de los bienes y derechos.

El embargo deberá respetar siempre el principio de proporcionalidad, debiendo embargarse bienes y derechos del obligado hasta que se cubran la deuda no ingresada, los intereses de demora, recargos del período ejecutivo y costas del procedimiento de apremio.

Se establecen unos criterios que determinan el orden a seguir en el embargo:

a) Acuerdo con el obligado tributario. A solicitud del mismo, se podrá alterar el orden de embargo, siempre que los bienes señalados garanticen el cobro con la misma eficacia y prontitud y sin perjuicio de terceros.

b) Si no hay acuerdo, se embargarán los bienes teniendo en cuenta la mayor facilidad de su enajenación y la menor onerosidad de ésta para el obligado.

c) En su defecto, se seguirá el siguiente orden:

-Dinero en efectivo o depositado en entidades de crédito.

-Derechos y valores realizables a corto plazo: es decir, aquellos que pueden realizarse en plazo no superior a seis meses.

-Sueldos, salarios y pensiones.

-Bienes inmuebles.

-Intereses, frutos y rentas.

-Establecimientos mercantiles e industriales.

-Metales preciosos y bienes análogos.

-Bienes muebles y semovientes.

-Derechos y valores realizables a largo plazo: es decir, en más de seis meses.

Las actuaciones de embargo se realizan mediante la diligencia de embargo. Una vez que se notifique, esta diligencia puede ser objeto de recurso o de reclamación, pero sólo por los motivos establecidos en la ley.

Cuando se trate de bienes inscribibles en registro público, la Administración tiene derecho a que se practique anotación preventiva de embargo en el registro mediante un mandamiento expedido por el órgano de recaudación.

Como regla general, prevalecerá el orden registral de las anotaciones de embargo. Si la Administración quiere invocar el derecho de prelación general del artículo 77 LGT, deberá ejercitar la tercería de mejor derecho.

Se contienen reglas especiales, cuando se trate de embargo de establecimiento mercantil o industrial, de bienes y derechos en entidad de crédito o depósito.

Enajenación de bienes embargados.


La enajenación se realizara mediante subasta, concurso o adjudicación directa. La Administración no podrá enajenar los bienes embargados hasta que el acto de liquidación de la deuda tributaria sea firme, excepto fuerza mayor, o bienes perecederos, cuando exista riesgo de pérdida de valor o que el obligado los solicite.


El acuerdo de enajenación deberá notificarse al obligado en todo caso (artículo 112. 3 LGT). Una vez notificado se prevén las siguientes reglas:

a) sólo podrá ser impugnado, si las diligencias de embargo se han tenido por notificadas según el artículo 112.3. En este caso, tan sólo podrán invocarse los motivos de oposición del artículo 170. 3.

b) el obligado tributario podrá liberar los bienes embargados si extingue la deuda tributaria y las costas.

c) no podrá solicitarse el aplazamiento o fraccionamiento de la deuda tributaria (artículo 65. 5).

Terminación del procedimiento.


Está regulado en artículo 173 LGT:

a) con el pago de la cantidad de vida (deuda no ingresada, recargos, intereses y costas). El pago de una parte de la deuda tributaria no impide la continuación del procedimiento, sino que éste seguirá por la cantidad pendiente.

b)  acuerdo que declare el crédito total o parcialmente incobrable, una vez que se declaran fallidos todos los obligados al pago.

El acuerdo que declara el crédito incobrable no extingue la deuda tributaria. Ésta se extinguirá por prescripción de derecho a exigir el pago, salvo que con anterioridad se reanude el procedimiento por tener conocimiento de la solvencia de algún obligado al pago.

c) con el acuerdo por el que se extinga la deuda por cualquier otra causa. Por ejemplo, que la deuda tributaria ha sido compensada con una devolución tributaria.
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